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Nº 9-2021
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del primero de marzo de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente, y los integrantes  doctor Juan Carlos Segura Solís, los másteres Carlos Montero Zúñiga, y Mauricio Villalta Fallas, de la integrante licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas y el integrante suplente Parris Quesada Madrigal en sustitución de la licenciada Ingrid Moya Aguilar. Asimismo, asiste en calidad de máster Oslean Mora Valdez, como colaborador de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 05-2021 celebrada el 19 de enero de 2021, artículo XCI.
[bookmark: _Toc63417757][bookmark: _Toc65245928][bookmark: _Toc65245953]ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 364-2021.
Se aprueba el orden del día.
[bookmark: _Toc63417759][bookmark: _Toc65245930]ARTÍCULO II 
Documento N° 354-2021
	Se aprueba el acta N°8-2021 celebrada el 22 de febrero del 2021.
	El integrante Quesada Madrigal se abstiene de votar por no haber participado en la citada sesión.
[bookmark: _Toc65245934][bookmark: _Toc12950878][bookmark: _Toc14773338]ARTÍCULO III 
Documento N° 211-2021 / 313-2021
En sesión N° 6-2021 del 8 de febrero de 2021, artículo VI, se tomó nota de la información remitida por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 385-SC-2020 del 2 de diciembre de 2020, así como del oficio No. 38-SC-2021 y documentos adjuntos en respuesta al recurso de amparo planteado por el señor Alfredo Jones León, al Jefe del Departamento Financiero Contable, expediente 21-001759-0007-CO. A su vez, se dejó constancia que dentro del expediente de la Sala Constitucional también se encuentra como recurrido el presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo cual con escrito del 4 de febrero de 2021, se remitió escrito de respuesta a dicho recurso.
Mediante oficio N° 68-SC-2021 del 17 de febrero de 2021, el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, la máster María Antonieta Herrera Charraun y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Contable, comunicaron lo siguiente:
“En atención a la solicitud del MPM. Oslean Mora Valdez, Encargado de apoyo Administrativo de la JAFJPPJ, mediante el cual solicita atendar el recurso de amparo que se tramita en el expediente No. 21-001759-0007-CO interpuesto por el Lic. Alfredo Jones León, específicamente de la resolución Res. Nº 2021002889 en lo que corresponde a: 

“(…) De igual manera, ruégole aclarar si a partir del 22 de mayo del 2018 contra el patriminonio (sic) del Fondo, se ha imputado algún gasto administrativo (…)”.
 
El Macroproceso Financiero Contable, respondió mediante el oficio N° 38-SC-2021 del 3 de febrero de 2021 el recurso interpuesto. En dicho oficio se adjunta el detalle de todos los gastos pagados, con autorización de la Junta Administradora hasta el 31 de octubre de 2020, por ser a ese momento, el corte más reciente a la fecha de la solicitud del Lic. Alfredo Jones León, como a continuación se aprecia: 

MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE
SUBPROCESO CONTABLE
DETALLE DE LOS GASTOS Y ACTIVOS ADQUIRIDOS DE LA JUNTA ADMINISTRADO FJP
Al 31 de octubre de 2020.
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Dichos recursos se cancelaron con los aportes de la comisión del 5/1000, como lo establece la Ley 9544 artículo 239. Con base en lo indicado, se informa que no se han contabilizado otros gastos administrativos de la Junta Administradora con cargo al patrimonio del Fondo, desde el 22 de mayo de 2018 hasta la fecha de informe remitido. 

Finalmente, es importante destacar que la información solicitada es de carácter público, por lo que se encuentra en la página web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la publicación mensual de los Estados Financieros, la cual puede ser consultada en el siguiente link: 

https://fjp.poder-judicial.go.cr/index.php/2013-08-08-15-26-57/estados-financieros-junta-administradora-del-fondo-de-jubilaciones-y-pensiones-del-poder-judicial

(…)”
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Se acordó: Tener por rendido el informe N° 68-SC-2021 del 17 de febrero de 2021, elaborado por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, la máster María Antonieta Herrera Charraun y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Contable, referente al detalle de todos los gastos pagados, con autorización de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hasta el 31 de octubre de 2020. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245936]ARTÍCULO IV 
Documento N° 312-2021

En sesión N° 4-2021 celebrada el 14 de febrero de 2021, artículo VII, de conformidad con la normativa vigente, artículo 228 de la Ley Orgánica y artículo 29 del Reglamento General del Régimen, se mantuvo el beneficio de pensión del joven Fernández Cascante a partir de la primera quincena de enero de 2021, dado que demostró mediante documento idóneo que actualmente se encuentra estudiando, y proceder con el estudio de sumas giradas en demasía para el cuatrimestre anterior, debido a que no demostró buenos rendimientos en las materias matriculadas y mediante el debido proceso comunicarlo al pensionado para la devolución respectiva de recursos. 
La licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Área Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Departamento Financiero Contable, por medio de correo electrónico del 17 de febrero de 2021 informó lo siguiente:
"De manera atenta y respetuosa se traslada solicitud de aclaración remitida por el pensionado judicial NOMBRE 001 vía correo electrónico el día 17-02-2021:

“Pregunta. ¿Si la pensión no solo cubre estudio sino también alimentación, recreación y demás no se paga el monto solo de los pagado en la universidad? Al momento de realizarme el estudio de pensión se me solicitó gastos personales adicionales a los de estudio, ya que todo es un conjunto. Solo se está tomando en cuenta todos los montos girados, pero parte de estos montos representan gastos de alimentación y otros rubros también, la parte tal vez no aprovechada en este caso fueron los montos pagados a la universidad, que se desaprovecharon por mi bajo rendimiento en ese cuatrimestre, lo cual es entendible devolver. Me pueden aclarar este punto por favor. Por último, es claro que no poseo una suma de dinero tan grande.”

Lo anterior, en virtud de la notificación del oficio N° 197-TE-2021 por parte de esta oficina, relacionado con el cobro de sumas giradas de más según el oficio N° 113-2021 de esa Junta Administradora."
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Se acordó: 1) Tomar nota del correo electrónico emitido por la licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Área Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Departamento Financiero Contable, sobre la consulta efectuada por el pensionado estudiante Luis Fernández Cascante. 2 ) Resaltar que la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) establece en su artículo 227 inciso 1) la siguiente regla: “…Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: (…) 1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.”. 3) Manifestar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial considera lo siguiente: a) La LOPJ establece una separación en el trato de los pensionados por orfandad que son menores de edad (a los cuales no se les exige ningún tipo de condición para percibir el derecho de pensión) y aquellos que son mayores de edad (a los que se les exige cumplir algún requisito para mantener dicho derecho por un plazo determinado). b) Dicha ley considera que las personas mayores de 18 años (ya considerados adultos en general ante cualquier ley) que se mantengan estudiando, podrán continuar percibiendo el beneficio, hasta alcanzar como máximo la edad de 25 años. c) Una vez alcanzada dicha edad, la pensión correspondiente caducará, independientemente de la situación socioeconómica del beneficiario o de si ha concluido o no sus estudios, entre otros factores. d) En su rol, la Junta Administradora del FJPPJ deberá velar porque exista un adecuado uso del beneficio que se otorga a la población conocida como “persona pensionada estudiante” mayor de edad, para lo cual se exige un satisfactorio rendimiento académico. 4) Señalarle al estimable pensionado estudiante NOMBRE 001, que al cumplir mayoría de edad, todos los elementos que señala en su correo se ven supeditados a la obtención de resultados académicos satisfactorios y como máximo hasta cumplir los 25 años de edad, considerando que el beneficio económico que se percibe por parte de la población beneficiaria se considera como un todo, sin hacer separaciones en los montos que se destinen a entretenimiento, alimentación, vestido, matricula, entre otros; ya que en caso de aplicar su lógica, esta Junta Administradora del FJPPJ debería ajustar el monto de pensión para cubrir únicamente el equivalente al costo de matrícula de cada periodo lectivo. 5) En el caso bajo estudio, al tenerse como probado que el beneficiario no se encuentra cumpliendo con el requisito sine-quo-non, cual es el estar cursando estudios en instituciones avaladas por esta Junta, se confirma el acto denegatorio del derecho de pensión tomado en sesión en la sesión N° 5-2021 del 01 de febrero del 2021, art VII. 6) El Macroproceso Financiero Contable, tomará nota para lo correspondiente. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245938]ARTÍCULO V 
Documento N° 336-2021

Los másteres Miguel Ovares Chavarría, Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden Jefe interino Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina Proceso de Tesorería y Jefa interina Subproceso Egresos, mediante oficio N° 235-TE-2021 del 22 de febrero de 2021, informaron lo siguiente:
“En forma respetuosa se indica que según la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544 en el artículo 239 señala: 
 
“[…] Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley...” el subrayado no es del original. 
 
Dado lo anterior, según el acuerdo del Consejo Superior N° 06-2020 celebrada el 23 de enero del 2020, artículo LXXVIII, se suscribe el Convenio de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, donde se establece que el Macroproceso Financiero Contable apoyará en funciones operativas dentro de lo cual se incluyó, entre otras cosas el pago de las facturas que remite la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
 
A raíz de lo anterior, con el fin de cumplir con lo establecido en el convenio indicado anteriormente, este Macroproceso procede actualizar y registrar los datos del representante legal tanto del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como de la Junta Administradora ante la Caja Costarricense del Seguro Social, así como ante el Ministerio de Hacienda, lo cual fue comunicado con oficio 859-TE2020. 
Creada la Junta Administradora ante el Ministerio de Hacienda, se adquieren una serie de responsabilidades tributarias, una de ellas es la presentación y pago del Impuesto sobre la renta que se retiene por parte de la Junta Administradora en apego a lo que establece el artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la renta: 
 
“[…] ARTICULO 23.- Retención en la fuente. Toda empresa pública o privada, sujeta o no al pago de este impuesto, incluidos el Estado, los bancos del Sistema Bancario Nacional, el Instituto Nacional de Seguros y las demás instituciones autónomas o semiautónomas, las municipalidades y las asociaciones e instituciones a que se refiere el artículo 3 de esta Ley, está obligado a actuar como agente de retención o de percepción del impuesto, cuando pague o acredite rentas afectas al impuesto establecido en esta Ley” 
 
Con el fin de ampliar lo anterior, se detalla lo que señala el artículo 3 de la Ley del Impuesto sobre la Renta: 
 
“[…] Artículo 3.- Entidades no sujetas al impuesto: 
 
a) El Estado, las municipalidades, las instituciones autónomas y semiautónomas del Estado que por ley especial gocen de exención y las universidades estatales.” 
  
Dado lo anterior, este Macroproceso ha reportado y trasladado el monto por impuesto sobre la renta retenido a los distintos proveedores de manera mensual y en el plazo establecido ante el Ministerio de Hacienda con el formulario D103. 
 
Adicionalmente, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, tiene la obligación tributaria de presentar la declaración Informativa que según lo detalla la página del Ministerio de Hacienda:  “…son las declaraciones que contienen información previsiblemente pertinente, producto de las relaciones económicas, financieras o profesionales que los obligados tributarios tengan con otras personas, y que están obligados a presentar a la Dirección General de Tributación, independientemente del monto de la transacción realizada y sin que la Administración Tributaria tenga que requerirla previamente.” 
 
En virtud de lo anterior, esta oficina procede a preparar la información para declarar la informativa anual mediante el formulario D 151, que según la página del Ministerio de Hacienda señala: 
 
“[…] Obligados: Los informantes que se encuentran obligados a presentar este modelo de declaración informativa son las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, sujetas o no al pago del impuesto sobre la renta, incluidos el Estado, el Sistema Bancario Nacional, Instituto Nacional de Seguros y las demás instituciones autónomas y semiautónomas, municipalidades, las universidades estatales, privadas e internacionales, cooperativas, embajadas, los organismos internacionales, INCAE, CATIE, sociedades mercantiles, organizaciones no gubernamentales (ONG), condominios, fideicomisos, las juntas de educación, juntas administrativas, mutuales de ahorro y préstamo, organizaciones sindicales, las instituciones docentes del Estado, la Junta de Protección Social, la Cruz Roja Costarricense, las asociaciones o fundaciones para obras de bien social, científicas o culturales, las asociaciones civiles y deportivas que hayan sido declaradas de utilidad pública por el Poder Ejecutivo al amparo del artículo 32 de la Ley de Asociaciones, los comités nombrados oficialmente por la Dirección General de Deportes en las zonas definidas como rurales, según el reglamento de la ley del Impuesto sobre la Renta para el período respectivo, la Juntas Directivas de Parques Nacionales, el Comité Olímpico, el Servicio Nacional de Guardacostas, así como los Partidos Políticos, Instituciones Religiosas, Organizaciones Sindicales, Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional y Corporación de Servicios Múltiples del Magisterio, Fondos de Inversión, cualquier entidad creada por ley especial y otros, cuando hayan realizado a nivel nacional, la venta o la compra de bienes o servicios, a una misma persona.
Además, el Ministerio de Hacienda emite la resolución N°DGT-R-071 donde aclara: “[…] Los informantes del modelo D-151 no deberán incluir en este formulario las operaciones correspondientes a importaciones y exportaciones de bienes, ni las operaciones que estén respaldadas por comprobantes electrónicos de conformidad con el Decreto N° 41820-HReglamento de Comprobantes Electrónicos y sus reformas, o que hayan sido reportadas con el detalle que aquí se solicita en una declaración autoliquidativa. Tampoco se debe incluir los montos a los cuales les efectuó retención y que hubieren reportado en el formulario D150.” el subrayado no es del original. 
 
En apego a lo anterior, al depurar el archivo, se eliminaron las líneas que están respaldadas por un comprobante electrónico, siendo que la totalidad de los pagos efectuados tienen una factura electrónica de respaldo; por lo que no se debe presentar la declaración D 151. Cabe indicar que, ante una eventual fiscalización por parte del Ministerio de Hacienda se deberá demostrar que existen comprobantes electrónicos por lo que no se reportó el formulario, siendo que este Macroproceso cuenta con los correos recibidos con los respectivos comprobantes y que sustentan los pagos realizados. 
 
Por otra parte, al señalar la resolución DGT-R-071 que se deben excluir los movimientos que ya fueron reportados en el D 150, se procede a verificar lo que señala la página del Ministerio de Hacienda: 
 
“[…] los informantes que se encuentran obligados a presentar este modelo de declaración informativa son:  
 
b) El Estado o sus instituciones, autónomas o semiautónomas, las municipalidades, las empresas y otros entes públicos, que deban realizar retenciones del 2% sobre los pagos o créditos que efectúen a personas domiciliadas en el país, producto de licitaciones públicas o privadas, contrataciones, negocios u otras operaciones realizadas por ellas, según el artículo 23 inciso g) de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
 
Por lo que, surge la inquietud si  la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de sus obligaciones tributarias debería presentar mensualmente la declaración informativa D 150; siendo que a la fecha esta oficina lo que ha procedido es a trasladar el impuesto con el formulario D 103 cumpliendo con el pago del Tributo en tiempo y forma. 
 
Sobre el particular, en caso de que se deba proceder al reporte de las Declaraciones Informativas D150 (mensual) pendientes a la fecha, se deberá cancelar una sanción la cual está establecida en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 
 
Cabe indicar, que se debe mantener el pago que se realiza mensualmente en el plazo establecido ante el Ministerio de Hacienda correspondiente a las retenciones realizadas a los proveedores de bienes o servicios de la Junta Administradora, como se ha realizado a la fecha con el formulario D 103. 
 
Dado lo anterior, se solicita su valioso criterio con respecto a: 
 
- Que a partir de las retenciones del 2% aplicadas en el mes de febrero 2021, se presente mensualmente la declaración informativa D 150 ante el Ministerio de Hacienda., detallando los proveedores a los que se les aplicó dicho tributo. 
 
- Se debe presentar las declaraciones informativas D150 de los meses anteriores y cancelar la sanción que esto conlleva. 
 
- Y por las particularidades anteriormente expuestas no se debe presentar la declaración informativa D 151 anual para este 2019-2020.
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Se acordó de forma unánime: 1) Tener por conocido el oficio N° 235-TE-2021 del 22 de febrero de 2021, remitido por los másteres Miguel Ovares Chavarría, Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden Jefe interino Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina Proceso de Tesorería y Jefa interina Subproceso Egresos mediante el cual señalan la situación acontecida con el formulario D-150 “Declaración Mensual Resumen de Retenciones” y el formulario D-151 “Declaración anual resumen de clientes, proveedores y gastos específicos” en relación con las declaraciones a presentar a nombre de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2) Tomar nota de que la declaración D-151, no corresponde ser presentada por cuanto todas las operaciones efectuadas durante el periodo 2020 conllevan la utilización de comprobantes electrónicos debidamente autorizados por el Ministerio de Hacienda, conforme se indica en la resolución N°DGT-R-071, además de la presentación y pago de las retenciones aplicadas en el periodo 2020 que fueron realizadas con los respectivos formularios D-103 “Declaraciones Juradas de Retenciones en la Fuente” oportunamente. 3) Manifestar que, con fecha 01 de febrero del 2021 se recibe el dictamen N° 21-2021 de la Procuraduría General de la República, conocido en sesión N°6-2021 del 08 de febrero del 2021, en el cual se manifiesta la naturaleza jurídica de este órgano colegiado, aclarando que es un órgano con desconcentración máximo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, con la Corte Plena como superior jerárquico, por lo cual se aplicaría lo concerniente al régimen tributario que mantiene este Poder de la República. 4) Dados los elementos anteriores, interpreta esta Junta Administradora del FJPPJ que es a partir del mes de febrero 2021 que se establece formalmente la obligación de presentar, mensualmente la remisión del formulario D-150, toda vez que hasta el momento de emisión del dictamen de la Procuraduría General de la República anteriormente citado, se aclara su naturaleza jurídica aplicable, en específico sobre su obligación de practicar o no retenciones en la fuente por conformar parte del sector público costarricense. 5) Tomará nota el Macroproceso Financiero Contable para los efectos y trámites correspondientes que deberán ser presentados en los plazos establecidos por el Ministerio de Hacienda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245940]ARTÍCULO VI 
DOCUMENTO N° 316-2021

En sesión N° 43-2009 celebrada el 30 de abril de 2009, artículo XXV, se acogió las solicitudes de pensiones que formulan la señora NOMBRE 001, cónyuge sobreviviente del exservidor judicial fallecido NOMBRE 002 y representante de su hija NOMBRE 003 y la señora NOMBRE 004, en representación del joven NOMBRE 005, equivalente al 100% del monto de jubilación de don NOMBRE 002, a partir del 23 de enero del 2009. Este monto será distribuido a cada uno de los beneficiarios en 1/3 de la totalidad del monto de la pensión. En el entendido que a la niña NOMBRE 003 y al joven NOMBRE 004, se les mantendrá el  beneficio mientras no hubieren terminado sus estudios para una profesión u oficio; obtengan buenos rendimientos académicos y no sobrepasen la edad de 25 años.
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Macroproceso de Financiero Contable, en oficio N° 207-TE-2021 del 17 de febrero de 2021, remitió:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven NOMBRE 002, número de cédula DATOS 001, en forma atenta se indica:

· Que mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 43-09 celebrada el 30 de abril de 2009, artículo XXV, se resuelve aprobar la solicitud de pensión a favor de NOMBRE 002, a partir del 23 de enero de 2009.
· Que el 23 de noviembre de 2020 la pensionada judicial cumplió la mayoría de edad (18 años), por lo que, esta oficina siguiendo el trámite de estilo trató de localizarla días previos a la fecha señalada, con el fin de notificarle mediante oficio las condiciones y requisitos para que el beneficio se mantuviera vigente, así como para solicitarle la presentación de los documentos de estudio pertinentes.

Sin embargo, no fue posible localizar a la joven NOMBRE 002 con los datos registrados en el Sistema SIGA-FJP. 

· Que en virtud de lo anterior en la segunda quincena de noviembre de 2020, se le canceló el beneficio correspondiente a los días del 16 al 23 de noviembre de 2020 y en la primera quincena de diciembre de 2020 se registró la exclusión por suspensión, por cuanto no se contaba con la información de estudios respectiva.

· Que el 1° de febrero de 2021 la pensionada judicial NOMBRE 002 se comunicó vía telefónica a esta oficina, por lo que, se le indicó el procedimiento que debía seguir para solicitar la reactivación del beneficio.

· Que el 10 de febrero de 2021 la joven NOMBRE 002 presentó vía correo electrónico la solicitud de reactivación del beneficio, además de la constancia de estudiante regular en el CNV Escuela Jorge Washington, ciclo lectivo 2021, la cual menciona que se encuentra matriculada en la sección 11-1 de la Educación Diversificada.

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía la joven NOMBRE 002 era por la suma de ¢VALOR 001.

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación del máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, en oficio Nº 207-TE-2021 del 17 de febrero de 2021. 2.) Reactivar el beneficio de pensión a favor de la joven NOMBRE 002 a partir del 10 de febrero de 2021, fecha en que acreditó constancia de estudiante regular en el CNV Escuela Jorge Washington, ciclo lectivo 2021, la cual menciona que se encuentra matriculada en la sección 11-1 de la Educación Diversificada. 
El Macroproceso Financiero Contable, tomará nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245942]ARTÍCULO VII 
DOCUMENTO N° 310-2021

En sesión N° 5-21 celebrada el 1 de febrero de 2021, artículo XVII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Mediante correo electrónico del 25 de enero de 2021, NOMBRE 001, remitió la siguiente consulta:

“La presente es para valorar la presente denuncia:

La señora NOMBRE 001, cedula DATOS 001, carnet de abogada DATOS 002 que se incorporó al Colegio de Abogados el día 14 de diciembre del 1999 y se encuentra activa, es pensionada desde el año 1996 por supuesta incapacidad psiquiátrica hasta la fecha y sin embargo ejerce la abogacía a la libre, e incluso ejerce como regidora de la Municipalidad de Alajuela devengado salario o dietas, todo ello a pesar de recibir pensión por incapacidad psiquiátrica, por lo que le solicitamos indicar si dicha actuación que claramente defrauda a las finanzas públicas del Estado  y la complacencia del Colegio de Abogados al permitir el ejercicio como abogada de una persona que se beneficia de una pensión por incapacidad mental, constituyen faltas delictivas para ser investigadas por esta instancia.

Se remiten adjuntos copia de los oficios 2752-AP-SICE 17232-14 del Subproceso de Administración de Personal y  constancia de la Dirección de Gestión Humana del Poder judicial, que demuestran el beneficio por incapacidad de la señora NOMBRE 001
Agradeciendo la pronta gestión, y confidencialidad del caso”
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A esos efectos adjunta captura de pantalla del oficio número 2752-AP-2014, del 14 de noviembre de 2014, suscrito por el licenciado Manuel Sequeira Sequeira, en ese momento Jefe de Administración de Personal, mediante el cual indica que la señora NOMBRE 001, fue separada por incapacidad absoluta y permanente a partir del 17 de octubre de 1996.

Asimismo, remite captura de pantalla del oficio número PJ-DGH-AP-1998-2020, del 21 de mayo de 2020, mediante el cual la Dirección de Gestión Humana hace constar que la señora NOMBRE 001, a esa fecha es beneficiaria del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial desde el 17 de octubre de 1996, según lo acordado por el Consejo Superior en sesión número 82-96 del 17 de octubre de 1996, artículo LI.

El Consejo Superior en sesión celebrada el 24 de setiembre de 1996, dispuso separar a la señora NOMBRE 001, de su cargo por incapacidad absoluta y permanente con derecho a jubilación a partir del 17 de octubre de 1996.

Después en sesión número 082-1996, del 17 de octubre de 2021, artículo LI, el Consejo Superior dispuso aprobar la jubilación de la señora NOMBRE 001, a partir de 17 de octubre de 1996.

Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 25 de enero de 2021, por el señor Guillermo Alfaro Morera, mediante el cual comunica que la señora NOMBRE 001 es jubilada por incapacidad absoluta y permanente a partir del 17 de octubre de 1996 y ejerce la abogacía a la libre, e incluso ejerce como regidora de la Municipalidad de Alajuela devengado salario o dietas. 2) Solicitar al Departamento Financiero Contable la revisión del caso específico de la señora NOMBRE 001 ante la Caja Costarricense de Seguro Social y ante la Municipalidad de Alajuela y determinar lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
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En respuesta a lo anterior, el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Macroproceso de Financiero Contable, en oficio N° 204-TE-2021 del 15 de febrero de 2021, remitió:
“En atención al contenido del oficio N° 114-2021 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 4-2021 celebrada el 1° de febrero de 2021, artículo XVII, en el cual se acordó para lo que interesa:

“2) Solicitar al Departamento Financiero Contable la revisión del caso específico de la señora NOMBRE 001 ante la Caja Costarricense de Seguro Social y ante la Municipalidad de Alajuela y determinar lo que corresponda.”

En razón de lo dispuesto por esa Junta Administradora se señala:

1. Que verificados los informes correspondientes a los cruces de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con la Caja Costarricense de Seguro Social, desde el 2014 hasta el 2020, la señora NOMBRE 001 no aparece reportada ni en el sector público ni en el sector privado. 

Se verifican los datos a partir del año 2014, por cuanto es en dicho período que se efectúa por primera vez la clasificación de la población jubilada separada por incapacidad absoluta y permanente, de acuerdo con la ley mediante la cual se les otorgó el beneficio. 

1. Que en relación con las labores realizadas por la jubilada judicial en la Municipalidad de Alajuela, se adjunta el oficio N° MA-SCM-262-2021 de fecha 11 de febrero de 2021, mediante el cual remiten a esta oficina la certificación DRCM-044-2021 correspondiente a la información solicitada a nombre de la señora Ana Guillén Campos.

1. Que el artículo N° 233 de la LEY N° 9544 REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, señala:
“Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior. Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló. Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 204-TE-2021 del 15 de febrero de 2021, elaborado por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Macroproceso de Financiero Contable, referente a la jubilada judicial licenciada NOMBRE 001. 2.) De acuerdo con lo establecido en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, designar a la Dirección Jurídica como órgano director a fin de que realice la investigación preliminar en razón de la denuncia presentada de forma anónima contra la jubilada judicial NOMBRE 001, por encontrarse trabajando como Regidora municipal en la Municipalidad de Alajuela, sin haber solicitado a la Comisión Calificadora de Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social la respectiva autorización y recomiende a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial lo que corresponda.
La Dirección Jurídica y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc65245945]ARTÍCULO VIII 
Documento N° 246-2021 / 285-2021
En sesión N° 7-2021 del 15 de febrero de 2021, artículo XXI, se tuvo por conocido el oficio N° DJ-419-2021 de 3 de febrero de 2021, suscrito por el máster David Zeledón González, Coordinador del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, sobre el proceso monitorio interpuesto por el Ministerio de Hacienda contra el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tramitado bajo el número 18-003030-1765-CJ-2, el cual continúa en trámite. Asimismo, se solicitó a la Dirección Jurídica que a la brevedad remitiera ampliación de las causas que motivaron el inicio de este proceso monitorio, tramitado bajo el número 18-003030-1765-CJ-2.
Mediante oficio N° DJ-509-2021 del 10 de febrero de 2021, la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, informó lo siguiente:
“En respuesta a su oficio recibido el tres de febrero en curso, hago de su estimable conocimiento que según los registros de esta Dirección los casos que se encuentran en la vía jurisdiccional y que involucran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, son los siguientes: 

- Juicio Monitorio que se tramita en el Juzgado Especializado de Cobro del Segundo Circuito Judicial de San José, Sección Tercera, expediente 18-003030-1765-CJ, donde aparece como actor el Ministerio de Hacienda y como demandado el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la pretensión económica es de ¢ 41.342.128,00. 

- Juicio Ordinario que se tramita en el Tribunal Contencioso Administrativo, del Segundo Circuito Judicial de San José, expediente 13-001595-1027-CA, donde aparece como actor la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD) y como demandada la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y el Estado. 

- Recurso de Amparo N° 18-008357-0007-CO interpuesto por Ana Eugenia Romero Jenkins, contra el Ministerio de Hacienda con motivo del reajuste del aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 0.58% a un 1.24%. 

(…)”
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Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° DJ-509-2021 del 10 de febrero de 2021, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, mediante el cual informó de los casos que se encuentran en la vía jurisdiccional y que involucran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Solicitar a la Dirección Jurídica que informe a esta Junta periódicamente el estado en el que se encuentran los procesos indicados y si la Procuraduría General de la República se apersonó a esos procesos. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc65245948][bookmark: _Toc366755217][bookmark: _Toc12950890][bookmark: _Toc14773349]ARTÍCULO IX 
Documento N°  339, 343-2021

En sesión N° 41-2020 celebrada el 14 de diciembre del 2020, artículo XVII, se tuvo por conocido el oficio N° SP-1552-2020 del 4 de diciembre del 2020, suscrito por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en el que comunicó que dicha entidad estaría desarrollando un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos el cual requiere de la inclusión de un capítulo en el “Manual de Información para las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados”, denominado “Manejo de liquidez”. Asimismo, se hizo de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable para que indicara a esta Junta que se necesitaba para cumplir con lo indicado por la SUPEN. Además se solicitó a la citada Superintendencia, ampliar a noviembre del 2021 el plazo para cumplir con lo indicado en el Borrador de Acuerdo Manejo de Liquidez, ya que no era posible cumplir en el plazo establecido en el borrador, en razón de que se estaba a la espera del criterio de la Procuraduría y por no contarse con el recurso humano para su puesta en funcionamiento.
[bookmark: _Hlk65159552]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 684-DE-2021 24 de febrero del 2021, remitió el oficio N° SP-217-2021 de fecha 19 de febrero en curso, suscrito por la señora Rocio Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones (SUPEN), que dice:
“La Superintendencia de Pensiones ha desarrollado un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos, con el propósito de automatizar el proceso y a la vez disponer de información que sobre este tema resulta relevante para las labores de supervisión.

Dicho sistema requiere de la inclusión de un capítulo en el Manual de Información para las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados, denominado Manejo de liquidez, para incorporar el descriptivo y los requerimientos para el suministro de los archivos de manejo de liquidez.

Posterior al periodo de consulta externa se adjunta el acuerdo de superintendente que incorpora los ajustes producto de las observaciones recibidas.

Por este medio, se les estará comunicando el procedimiento para el ambiente de pruebas del módulo de manejo de liquidez, el cual estimamos podría estar habilitado para el mes de abril.”
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[bookmark: _Toc65245949]Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 684-DE-2021 24 de febrero del 2021, mediante el cual remitió el oficio N° SP-217-2021, suscrito por la señora Rocio Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones (SUPEN), referente al desarrollo de un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos, con el fin de automatizar el proceso y a la vez disponer de información que resulta relevante para las labores de supervisión. 2.) Trasladar lo indicado por la Superintendencia de Pensiones al Departamento Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información procedan atender ese requerimiento. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245950]ARTÍCULO X 
Documento N° 319-2021

En sesión N° 41-2020 celebrada el 14 de diciembre del 2020, artículo XVII, se tomó el acuerdo que dice:
“La licenciada Rocío Aguilar M., Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1552-2020 del 4 de diciembre del 2020, informó lo siguiente:

“La Superintendencia de Pensiones se encuentra desarrollando un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos, con el propósito de automatizar el proceso y a la vez disponer de información que sobre este tema resulta relevante para las labores de supervisión.

Dicho sistema requiere de la inclusión de un capítulo en el Manual de Información para las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados, denominado Manejo de liquidez, para incorporar el descriptivo y los requerimientos para el suministro de los archivos de manejo de liquidez.

Para sus comentarios y observaciones, según prevé el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, se adjunta el borrador de acuerdo con los ajustes propuestos. 

Los comentarios u observaciones deberán remitirse a la Superintendencia de Pensiones dentro de un plazo de diez días (10) hábiles, contados a partir del día siguiente a la comunicación de este oficio.

Adicionalmente, se aclara que los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez se agrupan por tipo de producto, de acuerdo con la siguiente descripción:

1. Cuentas bancarias: las cuentas corrientes, de ahorros o electrónicas con entidades financieras, donde el titular deposita fondos a cambio de una tasa de interés con el fin de acceder a ellos posteriormente.

2. Instrumentos de muy corto plazo: contempla los instrumentos que cumplen con lo señalado por la NIC 7 para ser catalogados como “equivalentes al efectivo”, emitidos local o internacionalmente, tales como: pagarés del tesoro y bonos cero cupón de hacienda ofrecidos en la plataforma de Tesoro directo; Depósito Overnight (DON) y Depósito Electrónico a Plazo del Banco Central ofrecidos en la plataforma Central Directo; las Operaciones Diferidas de Liquidez (ODL) del Mercado Integrado de Liquidez (MIL) que se realizan por medio de Anotación Electrónica en la plataforma del BCCR; los reportos tripartitos negociados en la plataforma de la Bolsa Nacional de Valores; y los instrumentos de corto plazo emitidos por gobiernos, bancos centrales o entidades financieras.

3. Instrumentos a la vista: inversiones a la vista, Fondos de Mercado de Dinero o “Money Markets” emitidos local o internacionalmente.

La Superintendencia realizará una presentación de este módulo de información a la industria, para aclarar las inquietudes que se presenten con los cambios comunicados, se adjunta el enlace de acceso para el próximo miércoles 09 de diciembre del año en curso a las 15:00 horas. 

Se recomienda que las personas que asistan a la sesión sean las involucradas en el proceso de implementación del nuevo módulo.”
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Se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° SP-1552-2020 del 4 de diciembre del 2020, suscrito por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en el que comunica que dicha entidad está desarrollando un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos el cual requiere de la inclusión de un capítulo en el “Manual de Información para las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados”, denominado “Manejo de liquidez”. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable para que indique a esta Junta que se necesita para cumplir con lo indicado por la SUPEN. 3.) Solicitar a la SUPEN ampliar a noviembre del 2021 el plazo para cumplir con lo indicado en el Borrador de Acuerdo Manejo de Liquidez, ya que no es posible cumplir en el plazo establecido en el borrador, porque se está a la espera del criterio de la Procuraduría y no contarse con el recurso humano para su puesta en funcionamiento. Se declara este acuerdo firme.”
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[bookmark: _Hlk65665495]En relación con lo anterior, el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, en oficio SP-209-2021 del 18 de febrero de 2021, comunicó lo siguiente: 
“Con fecha 12 de febrero esta Superintendencia recibió el oficio 044-FC-2021 mediante el cual solicita se le aclaren varios temas relacionados con el oficio SP-1552 relacionados con los archivos requeridos para el manejo de liquidez.

De seguido y en el orden que se presentan en el oficio que se atiende, se da respuesta a cada una de las consultas.
1. No existen validaciones de los archivos de manejo de liquidez con respecto a los archivos de saldos contables y a los reportes de inversiones.
2. Lo correcto sería referirse al grupo 11000000000 EFECTIVO Y EQUIVALENTES DE EFECTIVO, de forma tal que permita también considerar el registro de “CB Cuentas bancarias” que deben ser reportadas en la cuenta 11002000000 CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO.
3. Correcto, las cuentas indicadas corresponden a las que deben utilizarse para el registro de las pérdidas o ganancias por diferencial cambiario.
4. Adicional a las cuentas indicadas para el registro de intereses ganados, se debe considerar también la cuenta 51001010000 DE CUENTAS CORRIENTES Y DE AHORRO, para el registro de intereses ganados sobre saldos en cuentas bancarias (electrónicas y de ahorro).
5. Bajo la definición de NIC 7 para “equivalentes al efectivo”, se parte que los instrumentos “IV y CP” no deben enfrentar pérdidas o deterioro en su valor. Caso contrario, no pueden ser utilizados para el manejo de la liquidez. Bajo esta condición, no se requiere cuenta contable para el registro de deterioro.
Conforme se avance en el proceso de supervisión de la gestión de liquidez y de riesgo de liquidez, se analizará la necesidad de crear cuentas contables para el registro de deterioro.
6. Correcto, se debe reportar el saldo contable al cierre de cada mes.

En caso de requerir aclaración o ampliación para alguna de estas consultas u otra en particular, puede contactar al señor José Francisco Solís Camacho, correo electrónico: solicj@supen.fi.cr, teléfono: 2243-4425, funcionario que forma parte del equipo del proyecto de instrumentos para el manejo de la liquidez.”
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Se acordó: Tener por conocido el oficio N° SP-209-2021 del 18 de febrero de 2021, suscrito por el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones y trasladarlo a conocimiento del Macroproceso Financiero Contable para lo de su cargo. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XI 
Documento N° 204-2021 / 334-2021
En sesión N° 6-2021 del 8 de febrero de 2021, artículo XIX, se tuvo por conocida la gestión que remitió el señor José Manuel Ávila González, Gerente Comercial de Pensiones del Banco de Costa Rica, en oficio Nº BCROPC-030-21 del 28 de enero de 2021. A esos efectos, se comisionó esta gestión al Departamento Financiero Contable para que, en coordinación con la Dirección de Gestión Humana y Tecnología de la Información, analizaran la solicitud e informaran a esta Junta lo correspondiente.
La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, mediante oficio N° 363-DTIC-2021 del 18 de febrero de 2021, informó lo siguiente: 
“En atención a su oficio N. 150-2021 de fecha 10 de febrero de 2021, donde se transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 06-2021 celebrada el 08 de febrero de 2021, que literalmente dice:

Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión que remite el señor José Manuel Ávila González, Gerente Comercial de Pensiones del Banco de Costa Rica, en oficio Nº BCROPC-030-21 del 28 de enero de 2021. 2) Comisionar esta gestión al Departamento Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección de Gestión Humana y Tecnología de la Información, analicen la solicitud e informen a esta Junta lo correspondiente.

Se informa, que según lo validado con el licenciado Carlos Lizano Alfaro, jefe del Subproceso de Administración de Personal, la fecha en que se adquiere el derecho a la pensión, no se registra actualmente en el Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por lo tanto se requeriría validar con la Dirección de Gestión Humana, las implicaciones en el sistema para la inclusión de dicho dato y su correspondiente mantenimiento, así como coordinar con el Macroproceso Financiero Contable, las modificaciones en el sistema para que la información solicitada se visualice en las certificaciones que emite el sistema.

Adicionalmente, tomar en cuenta que, de aplicarse el cambio, las certificaciones estarían brindando la fecha para las nuevas jubilaciones, dado que no se contaría con la historia de las fechas de las jubilaciones aprobadas antes de la instalación de la mejora.

Dichas mejoras deberán ser aprobadas por la Junta Administradora, brindar la prioridad según las mejoras pendientes y remitir a acuerdo del Comité Gerencia del Tecnología.

(…)”
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Manifiesta el máster Carlos Montero Zúñiga que le sorprende que esos temas operativos tengan que ir al Comité Gerencial de Tecnología del cual él es miembro y no recuerda que a todas las oficinas judiciales cuando ocupan una mejora en el sistema tenga que aprobarlo el Comité Gerencia de Tecnología y ahora la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es una oficina más de este Poder de la República.
Se acordó: 1.) Tener por conocido lo indicado por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, en oficio N° 363-DTIC-2021. 2.) Tener por hechas las manifestaciones del máster Montero Zúñiga. 3.) Aclarar a las Direcciones de Gestión Humana y Tecnología de la Información que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no está solicitando ninguna mejora en el sistema, sino, que la Dirección de Gestion Humana le agregara en sus certificaciones una línea en que se indique la fecha en que le fue fijado el beneficio de jubilación a la persona.
[bookmark: _Toc65245955]ARTÍCULO XII 
Documento N° 1142-2020 / 346-2021
En correo electrónico el MP. Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en correo electrónico del 24 de febrero de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
“Doña Karol, conforme a la remisión del correo infra citado, le agradezco dejar sin efecto la solicitud remitida con base en el acuerdo tomado por la Junta Administradora del FJPPJ en sesión N°. 40-2020 artículo XII. Esto por cuanto el tema se relaciona con un acuerdo tomado en sesión N°. 36-2020, artículo VII, mediante el cual se autorizaba el cese del cobro respectivo al Ministerio de Hacienda.
 
Así las cosas, lo que corresponde es cerrar el caso a nivel del seguimiento de dicha Junta Administradora y proceder con el retiro del recurso de apelación presentado.

(…)”
-0-
Al respecto, se transcribe el correo electrónico del 24 de febrero del 2021, del licenciado Fabián Salas Fernández, Coordinador UGP, de Proceso de Inversiones, que dice:
“Buenos días estimado don Oslean,
 
Analizado el requerimiento de información por don Bernal y doña Vanessa, solicitado por la Junta Administradora y conversado y consensuado con este servidor, adjunto el detalle de las diligencias y recomendaciones sobre este particular:
 
1. Requerimiento:
 
En relación con el acuerdo del Consejo Superior según sesión N.° 105-2020 celebrada el 03 de noviembre del 2020, artículo IX, que para lo que interesa reza: 
 
“En razón de lo indicado en el oficio Nº DJ-3513-2020 de 22 de octubre de 2020, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina y el máster David Zeledón González, Coordinador interino del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, de la Dirección Jurídica, se acordó: Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con la finalidad que tome las medidas correspondientes.”
 
Sobre este particular en cuanto a la recomendación del oficio DJ-3513-2020 del 22 de octubre de 2020, el cual indica:
 
“En ese orden de ideas muy respetuosamente esta Unidad Asesora recomienda al Consejo Superior del Poder Judicial, se giren las instrucciones al Macroproceso Financiero Contable para que informe sobre esta situación a la Junta Administradora del Fondo, al igual que se ha hecho en otras ocasiones similares (sesión del Consejo Superior 80-19 del 12 de setiembre de 2019 Art. XXIII), con el fin de que se trasladen a la brevedad posible todas las diligencias relacionadas con esta gestión, a la citada junta para continuar con el trámite correspondiente.”. (el formato del texto no pertenece al original).
  
1. Información de diligencias:
 
Al respecto, se informa lo siguiente:
 
· En sesión del Consejo Superior N.° 054-2018, celebrada el 14 de junio de 2018, artículo XVI, se acordó: “Acoger la propuesta del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y mantener pendiente la interposición del Recurso de Amparo hasta que se resuelva el Recurso de Apelación que se presentará ante el Tribunal Fiscal Administrativo contra la resolución DGCN-097-2018, de las catorce horas veinticinco minutos del treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, dictada por la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales.”
 
· La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 36-2020 celebrada el 09 de noviembre del 2020, artículo VII, aprobó para lo que interesa lo siguiente: “1) Tomar nota del acta del Comité de Inversiones N°. 092-CI-2020 y acoger sus recomendaciones técnicas en lo relacionado a la cuenta por cobrar al Ministerio de Hacienda. 2.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 19-19, artículo XIX, en cuanto a acoger el criterio jurídico N°. DJ-528-19 de 20 de febrero de 2019 con el fin de estar a la espera de la conformación de la Junta Administradora para la valoración de las acciones a tomar en cuanto a la gestión de cobro al Ministerio de Hacienda, así como el acuerdo tomado en sesión N° 60-2020, artículo XXIV en el cual se acoge el criterio jurídico N°. DJ-C-327-2020 del 10 de junio de 2020 en cuanto al traslado de competencias a la Junta Administradora del FJPPJ para definir sobre este tema. 3.) Conviene resaltar el criterio jurídico N° DJ-C-626-2020 suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica del Poder Judicial, así como el criterio jurídico N° OL-FL-001-2020 elaborado por el licenciado Fernando Lara Gamboa, Abogado externo en los cuales se analizan desde la óptica jurídica la gestión de cobro por la retención del impuesto sobre la renta de instrumentos tipo fondos inmobiliarios desde el 2017 a la fecha, los impuestos sobre la renta de instrumentos financieros de los periodos 2004-2005 y de los intereses dejados de percibir por el retraso en el pago de aportes obrero, patronales y estatales de los periodos 2017-2018. 4.) Tomar nota de las consideraciones emanadas por el Lic. Lara Gamboa en reunión acontecida con el Comité de Inversiones en cuanto a el escenario pesimista ante una eventual judicialización del proceso, la cuantía de los honorarios de un eventual proceso de demanda, el tiempo transcurrido desde la situación que da origen a cada caso y el eventual cobro de las costas del proceso por parte de la demandada. 5.) Tomar nota de la resolución N°. ATSJO-GER-SSC-RES-2283-2020 del 26 de Octubre del 2020 mediante la cual la Administración Tributaria de San José Oeste otorga únicamente exoneración indefinida del impuesto sobre las rentas de capital mobiliario en rendimientos generados en inversiones en instrumentos financieros, es decir manteniendo su posición sobre no exonerar al FJPPJ en los dividendos recibidos por participaciones de fondos inmobiliarios. 6.) Autorizar al Macroproceso Financiero Contable para que ejecute la rectificación contable necesaria para reversar los montos de las cuentas y registros relacionados con estas sumas por cobrar al Ministerio de Hacienda. 7.) Dejar sin efecto el acuerdo tomado en sesión 29-2020, artículo IV, en cuanto a la contratación del Lic. Lara Gamboa para interponer demanda contra el Ministerio de Hacienda por los rubros aquí evaluados y en consecuencia, dejar sin efecto el proceso de demanda solicitado.”
  
1. Recomendación:
 
En virtud de lo expuesto, se recomienda salvo disposición en contrario, solicitar a la Dirección Jurídica o en dado caso establecer directamente la Junta Administradora del citado Fondo a través de sus abogados, dejar sin efecto al Recurso de Apelación que presentó la Dirección Jurídica del Poder Judicial por encargo del Consejo Superior ante el Tribunal Fiscal Administrativo contra la resolución DGCN-097-2018, de las catorce horas veinticinco minutos del treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, dictada por la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales, en razón que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial había acordado dejar sin efecto el cobro del impuesto sobre la renta respecto a los Fondos Inmobiliarios y Reportos o recompras que se mantenían dentro del rubro de las cuentas por cobrar al Ministerio de Hacienda.

(…)”
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En sesión N° 36-2020 del 9 de noviembre de 2020, artículo VII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“(…)

Se acordó por unanimidad: 1) Tomar nota del acta del Comité de Inversiones N°. 092-CI-2020 y acoger sus recomendaciones técnicas en lo relacionado a la cuenta por cobrar al Ministerio de Hacienda. 2.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 19-19, artículo XIX, en cuanto a acoger el criterio jurídico N°. DJ-528-19 de 20 de febrero de 2019 con el fin de estar a la espera de la conformación de la Junta Administradora para la valoración de las acciones a tomar en cuanto a la gestión de cobro al Ministerio de Hacienda, así como el acuerdo tomado en sesión N° 60-2020, artículo XXIV en el cual se acoge el criterio jurídico N°. DJ-C-327-2020 del 10 de junio de 2020 en cuanto al traslado de competencias a la Junta Administradora del FJPPJ para definir sobre este tema. 3.) Conviene resaltar el criterio jurídico N° DJ-C-626-2020 suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica del Poder Judicial, así como el criterio jurídico N° OL-FL-001-2020 elaborado por el licenciado Fernando Lara Gamboa, Abogado externo en los cuales se analizan desde la óptica jurídica la gestión de cobro por la retención del impuesto sobre la renta de instrumentos tipo fondos inmobiliarios desde el 2017 a la fecha, los impuestos sobre la renta de instrumentos financieros de los periodos 2004-2005 y de los intereses dejados de percibir por el retraso en el pago de aportes obrero, patronales y estatales de los periodos 2017-2018. 4.) Tomar nota de las consideraciones emanadas por el Lic. Lara Gamboa en reunión acontecida con el Comité de Inversiones en cuanto a el escenario pesimista ante una eventual judicialización del proceso, la cuantía de los honorarios de un eventual proceso de demanda, el tiempo transcurrido desde la situación que da origen a cada caso y el eventual cobro de las costas del proceso por parte de la demandada. 5.) Tomar nota de la resolución N°. ATSJO-GER-SSC-RES-2283-2020 del 26 de Octubre del 2020 mediante la cual la Administración Tributaria de San José Oeste otorga únicamente exoneración indefinida del impuesto sobre las rentas de capital mobiliario en rendimientos generados en inversiones en instrumentos financieros, es decir manteniendo su posición sobre no exonerar al FJPPJ en los dividendos recibidos por participaciones de fondos inmobiliarios. 6.) Autorizar al Macroproceso Financiero Contable para que ejecute la rectificación contable necesaria para reversar los montos de las cuentas y registros relacionados con estas sumas por cobrar al Ministerio de Hacienda. 7.) Dejar sin efecto el acuerdo tomado en sesión 29-2020, artículo IV, en cuanto a la contratación del Lic. Lara Gamboa para interponer demanda contra el Ministerio de Hacienda por los rubros aquí evaluados y en consecuencia, dejar sin efecto el proceso de demanda solicitado.  Se declara acuerdo firme.”
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Seguidamente, en sesión N° 40-2020 celebrada el 7 de diciembre del 2020, artículo XII, se tomó el acuerdo que dice: 
“Se entra a conocer el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 105-2020 celebrada el 03 de noviembre del 2020, artículo IX, que literalmente dice:

[bookmark: _Hlk512515858]“Mediante Nº DJ-3513-2020 de 22 de octubre de 2020, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina y el máster David Zeledón González, Coordinador interino del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, de la Dirección Jurídica, se indicó lo siguiente:

“En atención al correo electrónico del doce de octubre de dos mil veinte, suscrito por la licenciada Annie Ramírez Solano, Asistente de Prosecretario de esa Secretaría General, donde consulta el estado de la gestión pendiente comunicada mediante el oficio 6097-18 que comunicaba el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 54-18 celebrada el 14 de junio del 2018, artículo XVI, correspondiente al Recurso de Apelación que se presentó ante el Tribunal Fiscal Administrativo contra la resolución DGCN-097-2018, de las catorce horas veinticinco minutos del treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, dictada por la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales; muy respetuosamente se remite el siguiente informe: 

I.- Consideraciones preliminares: 

1).- A partir de la entrada en funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial es competencia de ésta atender todas las gestiones relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante el Fondo).

2).- Por parte de esta Dirección Jurídica se consultó el estado actual del proceso de apelación de la resolución mencionada, ante lo cual se indica en el Tribunal Fiscal Administrativo que el procedimiento está en redacción de proyecto de resolución, pudiendo resolverse prontamente.

3).- Asimismo, se advierte que la representación en el expediente está desactualizada, apareciendo el señor Carlos Chinchilla Sandí como representante del Fondo, lo que podría generar un problema en el momento de resolverse.

II.- Sobre el caso concreto: 

Ante estas circunstancias y debido a que el período de vacancia que establece el transitorio I de la ley 9544 está ampliamente superado y que la Junta a Administradora del Fondo está constituida y entró en funciones el primero de febrero de 2020 y que además, el legitimado es precisamente el Fondo con su personalidad Jurídica instrumental, debe la representación del Fondo y no el Consejo Superior actualizar ante el Tribunal Fiscal Administrativo la personería jurídica para no generar una confusión de competencias al momento de dictar la resolución que de fin a este proceso. 

Entre tanto, al ser por disposición legal el Fondo quien se encuentra legitimado para actuar en el expediente, es requerido que prosiga con todas las gestiones que le correspondan en razón de sus funciones; en esta tesitura debe ser ahora la Junta Administradora del Fondo la que debe determinar ante las resultas del proceso administrativo el refrendo de la posible interposición de un recurso de amparo o acudir a la vía jurisdiccional que considere pertinente, como se había provisto por parte del Consejo Superior en su momento en sesión N° 54-18 celebrada el 14 de junio del 2018 artículo XVI.

III.- Recomendación: 

En ese orden de ideas muy respetuosamente esta Unidad Asesora recomienda al Consejo Superior del Poder Judicial, se giren las instrucciones al Macroproceso Financiero Contable para que informe sobre esta situación a la Junta Administradora del Fondo, al igual que se ha hecho en otras ocasiones similares (sesión del Consejo Superior 80-19 del 12 de setiembre de 2019 Art. XXIII), con el fin de que se trasladen a la brevedad posible todas las diligencias relacionadas con esta gestión, a la citada junta para continuar con el trámite correspondiente.”

- 0 -

En sesión Nº 67-17 celebrada el 18 de julio de 2017, artículo XXXIII, se tomó nota del oficio N° DJ-AJ-3350-2017 del 10 de julio de 2017, de la Dirección Jurídica respecto a la interpretación presentada por el Ministerio de Hacienda, en cuanto a que el impuesto del ocho por ciento (8%) sobre los rendimientos generados en operaciones de recompras o reportos, realizadas por medio de una bolsa de valores, el impuesto no se encuentra exonerado.

Posteriormente, en sesión Nº 95-17 del 17 de octubre de 2017, artículo XLI, se tomó nota del informe rendido por la Dirección Ejecutiva sobre las acciones tomadas ante la negativa del Ministerio de Hacienda de exonerar el impuesto del 8% sobre las operaciones de recompras o reportar que eventualmente llegue a ejecutar el Fondo de Jubilaciones de Pensiones.

Luego en sesión 6-18 del 23 de enero de 2018, artículo LXXIII, se solicitó a la Dirección Jurídica que continúe con el trámite del recurso de amparo contra el Ministerio de Hacienda, por la retención del 8% del impuesto sobre la renta sobre los rendimiento generados en operaciones de recompras o reportos, realizados por medio de una bolsa de valores, que se ejecutan con recursos provenientes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo amplié, de manera que se incluya la no exoneración del impuesto sobre la renta con respecto a las operaciones con Fondos de Inversión, Fondos Inmobiliarios, Recompras o reportos, Operaciones en moneda extranjera en el Banco Popular de Desarrollo Comunal y el Banco Hipotecario de la Vivienda y lo remita a firma del señor Presidente, Magistrado Chinchilla Sandí.

Finalmente, en sesión 6-18 del 23 de enero de 2018, artículo LXXIII, se acogió la propuesta de la Dirección Jurídica y se mantuvo pendiente la interposición del Recurso de Amparo hasta que se resolviera el Recurso de Apelación que se presentaría ante el Tribunal Fiscal Administrativo contra la resolución DGCN-097-2018, dictada por la Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales.
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Manifiesta la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "Sugiero, para tener mayor celeridad, que este Consejo hiciera esto de conocimiento de la Junta Administradora y que ese órgano tome las valoraciones del caso, por algunas comisiones en las que he participado como oyente de la Comisión de Inversiones, conozco que la Junta Administradora ha estado trabajando en este tema. Me parece, para que Financiero Contable no funja como intermediario, sino que sea este Consejo Superior el que lo comunique a la Junta Administradora, si están de acuerdo.”

Consulta la integrante Pizarro Gutiérrez: “Me genera la duda, porque dentro del documento que ellos nos envían dice precisamente que el Fondo con su personalidad jurídica instrumental, debe la representación del Fondo y no el Consejo Superior, actualizar ante el Tribunal Fiscal Administrativo la personería jurídica, para no generar una confusión de competencias en el momento de dictar la resolución que defina este proceso, no sé si también de alguna forma nosotros ya tenemos que irnos apartando de este tema o la sugerencia suya se mantiene?"

Contesta la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "La sugerencia mía se mantiene en el sentido que esto se traslade a la Junta Administradora, ni siquiera al Departamento Financiero, sino a la Junta Administradora y que sea ese órgano el que tome las determinaciones que corresponde, me imagino que hará lo propio con lo que refiere a la actualización de la personería."

Indica la integrante Castillo Vargas: “Estoy de acuerdo con que traslade de manera directa."

Concluye la Vicepresidenta, magistrada Solano Castro: “Me parece que la ley de simplificación de trámites, estable precisamente eso, agilizar el proceso, para eso está la Junta Administradora, lo transferimos directamente para que tomen las decisiones que les corresponden sobre ese aspecto."

Manifiesta el integrante Montero Zúñiga: “Estoy de acuerdo, es un tema propiamente de la Junta Administradora, incluso en el acuerdo habría que trasladar directamente a la Junta Administradora y no al Departamento Financiero Contable."
Agrega la Vicepresidenta, magistrada Solano Castro: “Exacto, por eso es que le corresponde a la Junta Administradora, entonces se lo remitimos directamente para que tome las acciones que órgano corresponda."
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En razón de lo indicado en el oficio Nº DJ-3513-2020 de 22 de octubre de 2020, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina y el máster David Zeledón González, Coordinador interino del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, de la Dirección Jurídica, se acordó: Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con la finalidad que tome las medidas correspondientes.”
- 0 -

Por unanimidad se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 105-2020 celebrada el 03 de noviembre del 2020, artículo IX. 2.)  Acoger la recomendación que hace la Dirección Jurídica, mediante oficio Nº DJ-3513-2020 de 22 de octubre de 2020, en consecuencia: Designar como representante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. al máster Carlos Montero Zúñiga, en su condición Presidente de la citada Junta. 3.) Delegar al licenciado Cesar Azofeifa Anchía, para que presente los documentos respectivos con el fin de actualizar el expediente. 4.) Se comisiona al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo Administrativo de la Junta Administradora coordine lo necesario con el profesional citado. Se declara acuerdo firme.””
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Se acordó: 1.) Tener por recibida las comunicaciones del máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y del licenciado Fabián Salas Fernández, Coordinador UGP, de Proceso de Inversiones, en correo electrónico de 24 de febrero de 2021, referente a dejar sin efecto la solicitud remitida con base en el acuerdo tomado por la Junta Administradora del FJPPJ en sesión N°. 40-2020 celebrada el 7 de diciembre de 2020, artículo XII. Esto por cuanto el tema se relaciona con un acuerdo tomado en sesión N°. 36-2020, de 9 de noviembre de 2020, artículo VII, mediante el cual se autorizaba el cese del cobro respectivo al Ministerio de Hacienda. 2.) Dejar sin efecto los acuerdos tomados en las sesiones N° 36-2020 y 40-2020 celebradas en las 9 de noviembre y 7 de diciembre de 2020, artículos VII y XII y archivar la gestión. 
La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245957]ARTÍCULO XIII 
Documento N° 52-2021 / 337-2021
Mediante oficio N° 1751-21 del 22 de febrero de 2021, el servidor Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario interino de la Secretaria General de la Corte, hizo de conocimiento lo siguiente:
“Por medio de la presente someto a consideración lo siguiente, para lo que ha bien estimen resolver:

En sesión N° 35-2020 del 26 de octubre de 2020, artículo IX, la Junta Administradora en lo que interesa tomo el acuerdo en el inciso 6), que dice: “… Deberá la administración informar del presente acuerdo a las diversas entidades deductoras para que a partir del mes de diciembre 2020 ajusten sus procedimientos y validaciones internas en apego a lo acá acordado, de igual forma se emitirá comunicación masiva a la población beneficiaria para que tome las medidas que consideren pertinentes.”

Debido a lo anterior, la señora NOMBRE 001, en nota del 11 de enero de 2021, expuso lo siguiente:

“De acuerdo a lo indicado en ese documento le comento que yo solicité la NO aplicación de la deducción del crédito que tengo con el Banco Popular y me fue rechazada alegando que no es una orden de un Juez sino un oficio de una Junta de Pensiones. El punto 6 de ese acuerdo se indica que la Administración procederá a informar a las entidades deductoras sin embargo parece ser que el Banco Popular no tiene conocimiento de ese documento.

En razón de lo anterior me interesa conocer si ya informaron al Banco Popular.”

Al respecto, esa Junta en lo que interesa, en sesión N° 4-2021 del 25 de enero de 2021, artículo XXIII, tomó en lo que interesa el siguiente acuerdo: “…Comunicar a la gestionante, que por omisión no se realizaron las comunicaciones indicadas en el punto N° 6 de la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX. En razón de lo anterior, hacer el presente acuerdo de conocimiento del Prosecretario de Ejecución de la Secretaría General de la Corte, con la finalidad de que comunique el citado acuerdo a las entidades deductoras. En caso de requerir la información de las citadas entidades, el Departamento Financiero Contable cuenta con la información necesaria.”

Acatando lo dispuesto, por parte de la Secretaria General de la Corte se procedió a solicitar la información de las entidades deductoras al Departamento de Financiero Contable, y con ellos dar cumplimiento a las comunicaciones del acuerdo adoptado en la sesión N° 35-2020, artículo IX.

En respuesta, a lo solicitado licenciada Katherine Zamora Murillo, Profesional II del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en correo electrónico del 11 de febrero en curso, informa lo siguiente: 

[bookmark: _Toc54281266]“…Cabe señalar que, de acuerdo a lo acordado por la Junta Administradora en la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX, en el punto 6 de la parte dispositiva es que se haga un comunicado a todas las entidades deductoras que aplican rebajos a las personas jubiladas y pensionadas judiciales, no solamente a las que aplican rebajos al señor Doyley Black.

Además en virtud de dicho acuerdo esta oficina en el mes de diciembre de 2020 efectuó el comunicado respectivo a todas las entidades deductoras. En el caso particular del Banco Popular y de Desarrollo Comunal a pesar de que se hicieron 2 comunicaciones por parte de esta oficina, no brindó el recibido conforme.”

Por lo anterior, someto a consideración lo siguiente, para lo que ha bien estime resolver la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto de la nota remitida por la licenciada Zamora Murillo, se desprende que el Departamento de Financiero, efectuó los comunicados a todas las entidades deductoras, y que a la fecha se hicieron dos comunicados al Banco Popular y Desarrollo Comunal, sin que ese Departamento haya recibido respuesta de esa entidad bancaria. Lo cual está relacionada con la gestión presentada por la señora Mora Cordero, en su nota del 11 de enero en curso.

(…)” 
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En sesión N° 35-2020 del 26 de octubre de 2020, artículo IX, -entre otros puntos-, se tomó el acuerdo que en lo que interesa dice: “…Deberá la administración informar del presente acuerdo a las diversas entidades deductoras para que a partir del mes de diciembre 2020 ajusten sus procedimientos y validaciones internas en apego a lo acá acordado, de igual forma se emitirá comunicación masiva a la población beneficiaria para que tome las medidas que consideren pertinentes…”.
Luego, en sesión N° 4-2021 del 25 de enero de 2021, artículo XXIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva:
“(…)

Tener por conocido el correo electrónico del 11 de enero de 2021, remitido por la señora NOMBRE 001, jubilada judicial, mediante la cual consulta sobre la comunicación del acuerdo de sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX. 2) Comunicar a la gestionante, que por omisión no se realizaron las comunicaciones indicadas en el punto N° 6 de la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo IX. En razón de lo anterior, hacer el presente acuerdo de conocimiento del Prosecretario de Ejecución de la Secretaría General de la Corte, con la finalidad de que comunique el citado acuerdo a las entidades deductoras. En caso de requerir la información de las citadas entidades, el Departamento Financiero Contable cuenta con la información necesaria.

Hacer el presente acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable.”

-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por el licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, en oficio de 22 de febrero de 2021. 2.) Comunicar a la señora NOMBRE 001, que el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial, oportunamente realizó las comunicaciones respectivas a todas las entidades deductoras entre ellas al Banco Popular y Desarrollo Comunal. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245959]ARTÍCULO XIV 
DOCUMENTO N° 332-2021

En sesión N° 40-2020 celebrada el 7 de diciembre del 2020, artículo IX, se denegó la solicitud de pensión realizada por la señora NOMBRE 001, por el fallecimiento de su hija la funcionaria judicial fallecida NOMBRE 002. Lo anterior, porque no se cumple con los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, que indica que los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria, que en el caso de la señora NOMBRE 002 no se cumple, lo cual, por consiguiente; no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión.
Con relación a lo anterior, la señora Patricia Georgina Fernández Brenes, en nota del 28 de enero del 2021, solicitó reconsideración al acuerdo tomado por la Junta N° 40-2020 celebrada el 7 de diciembre del 2020, artículo IX, referente a la solicitud de pensión por el fallecimiento de la funcionaria judicial fallecida NOMBRE 002, la cual indica:
[…]
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Se acordó de forma unánime: 1) Tener por conocido el recurso de apelación en subsidio presentado por la NOMBRE 001, con fecha 28 de enero 2021, en relación con el derecho de pensión por sobrevivencia de la exfuncionaria judicial NOMBRE 002. 2)  Resaltar que la Ley Orgánica del Poder Judicial fue modificada por medio de la promulgación de la Ley N°. 9544, publicada en el Diario Oficial la Gaceta N°. 89 del 22 de mayo de 2018, en razón de lo cual se encuentra vigente la disposición normativa establecida en el artículo 224, la cual señala lo siguiente: “Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.” (Énfasis agregado). Así mismo en el artículo 229 de dicho cuerpo normativo se establece lo siguiente: “En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia…”. (Énfasis agregado).3) Manifestar a la Sra. Fernández Brenes lo siguiente: a) En su recurso, la persona gestionante refiere a un articulado de la Ley Orgánica del Poder Judicial que ha sido derogado, por cuanto como se indicó en el punto 2 de este acuerdo, dicho marco normativo fue modificado con la promulgación de la Ley N°. 9544, siendo este último el marco normativo vigente. b) El plazo de nombramiento efectivo reportado por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial a la fecha del fallecimiento de la señora NOMBRE 002 es de 2 años, 5 meses y 25 días, computando los periodos efectivos de nombramiento de dicha funcionaria, por lo cual sería un error considerar la fecha de primer ingreso al Poder Judicial y partir de esa fecha como si la NOMBRE 002  hubiese laborado de manera ininterrumpida, en razón de lo anterior, para efectos de todo cálculo de derecho jubilatorio se mantendrá el computo indicado por la citada Dirección. c) La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente no prevé, otorgar beneficio alguno a familiares de funcionarios activos que fallezcan sin cumplir con los requisitos estipulados en el art. N°. 224 al momento de su defunción. d) La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no puede actuar en contra de las estipulaciones establecidas en la ley de referencia.  4) En consideración de los elementos anteriormente enumerados, se procede a rechazar su recurso de apelación en subsidio, confirmando el acto denegatorio del derecho de pensión por sobrevivencia tomado en sesión en la sesión N° 40-2020 del 07 de diciembre del 2020, artículo IX, con lo cual se agota la vía administrativa para su petición. 5) La Dirección de Gestión Humana y el Macroproceso Financiero Contable tomaran nota para lo que a cada uno corresponde.
[bookmark: _Toc65245961][bookmark: _Hlk65848833]ARTÍCULO XV 
DOCUMENTO N° 326-2021

El Consejo Superior en sesión N° 8-2021 celebrada el 28 de enero de 2021, artículo XXIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y el licenciado Roberth Fallas Gamboa; por su orden, Director Jurídico y Profesional en Derecho 3B, mediante oficio N° DJ-C-26-2021 del 20 de enero de 2021, comunicaron lo siguiente:

“En el oficio número 9912-2020 del 22 de octubre, se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión número 95-2020 celebrada el 02 de octubre, artículo XIX. En ese acuerdo se solicitó la ampliación del criterio de esta Dirección Jurídica número DJ-3038-2020 del 16 de setiembre y se realice un estudio integral y puntualizado sobre el informe de la Auditoría Judicial 1169-«Staff_type»63-AUD-UJ-2020 del 24 de setiembre. Además que, en esa ampliación se contemple el oficio de la Dirección de Gestión Humana PJ-DGH-SAS-3932-2020 del 25 de setiembre. Todas las fechas citadas son del año 2020. 

Al respecto, se expresa lo siguiente: 

I.- CRITERIO. -

a. Síntesis de los documentos que se solicita se contemplen en la ampliación. - 

[bookmark: _Hlk58247206]El honorable Consejo Superior solicita a esta Dirección Jurídica la ampliación del “criterio DJ-3038-2020” en la que se haga un análisis integral del informe de la Auditoría Judicial 1169-«Staff_type»63-AUD-UJ-2020 y que también se tenga presente el oficio PJ-DGH-SAS-3932-2020 de la Dirección de Gestión Humana (DGH); por lo que, en primer lugar, se procederá a realizar una síntesis de ambos documentos.

a.1. El informe número 1169-«Staff_type»63-AUD-UJ-2020 de 24 de setiembre de 2020 de la Auditoría Judicial. - 

El informe señalado en el título anterior se relaciona con “el cumplimiento de la reforma a la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, modificada por la Ley No.9859” y tiene su asidero jurídico en el “examen del dictamen C-078-2020 de la Procuraduría General de la República y el efecto inmediato de la aplicación del artículo 44ter de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor”.

Indica que al realizarse un proceso de crédito es común que los deudores autoricen la deducción salarial de la cuota mensual con la que se paga dicha obligación económica, pero que, a la luz del derecho laboral esa práctica puede violentar la protección al salario. Sugiere, si la autorización implica que las personas deudoras no puedan satisfacer sus necesidades básicas y las de su familia, se estaría “frente a una deducción salarial ilegal”; ergo, existe una obligación patronal de suspender aquellas deducciones “automáticas” que infringen el salario mínimo intocable, máxime que ha de respetarse el principio de irrenunciabilidad que rige en el derecho laboral contemplado en el artículo 11 del Código de Trabajo.

Por otra parte, asevera que la reforma operada en la Ley 9859 denominada “Reforma Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor” en junio del año pasado, estableció que “nadie podrá recibir un salario menor al mínimo inembargable o intocable, no importa si tiene deducciones automáticas” y que “Todos los patronos deberán de ajustar sus procesos de pago de planilla para respetarlo sin que sea necesario que el trabajador deba solicitarlo”, de conformidad con el artículo 44 ter adicionado por la ley 9859 a la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor (ley 7472). En tal sentido sentencia que “de una relación armónica de los artículos 172 y 174 del Código de Trabajo y el artículo 44 ter. de la Reforma a la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, la suma mínima inembargable debe respetarse tanto en la aplicación de embargos como en las deducciones por deudas contraídas con instituciones de crédito”. Entonces según refiere la Auditoría Judicial, a partir del mes de junio del 2020 la Administración Activa tiene “un impedimento legal para continuar empleando deducciones en la planilla que superen el monto mínimo intangible e inembargable” y “deberán ajustar sus procesos de pago acorde con este imperativo legal, para respetarlo, sin que sea necesario que el trabajador deba solicitarlo”.

De ese modo, la Auditoría es afín con el criterio que ha sostenido la PGR en su dictamen C-078-2020 que en lo medular arguye “si bien el artículo 69, inciso k, del Código de Trabajo establece, como una obligación del patrono, realizar las deducciones que ahí se mencionan, tales deducciones no pueden llegar al punto de abarcar el salario total del trabajador, pues el artículo 174 del Código de Trabajo es claro al establecer que “Los salarios solo podrán cederse, venderse o gravarse a favor de terceras personas, en la proporción en que sean embargables”. Debido a que la autorización que otorga el trabajador para que se deduzca de su salario un monto determinado para cubrir obligaciones preexistentes es una cesión, esa cesión no puede abarcar la proporción del salario que sea inembargable”.

[bookmark: _Hlk58395869]a.2. El oficio PJ-DGH-SAS-3932-2020 del 25 de setiembre de 2020 de la DGH. – 

Por su parte, la DGH señala que el Consejo Superior en la sesión N° 47-2020 celebrada el 14 de mayo del 2020, conoció el oficio número DJ-C-213-2020 del 4 de mayo de 2020 de esta Dirección Jurídica, por lo que comisionó a la Dirección de Gestión Humana en el caso de los funcionarios judiciales activos y al Departamento Financiero Contable por parte de los jubilados y pensionados judiciales para que, en el plazo de un mes establecieran un protocolo correspondiente para cumplir con el citado criterio jurídico, lo anterior en el entendido que hasta tanto no se cuente con los protocolos, se mantendría el procedimiento actual de deducción automática por planilla. 

Se afirma que posterior a dicho acuerdo, entró en vigor la Ley 9859 la cual supone desde la perspectiva de la DGH “una incidencia sobre la aplicación de las deducciones voluntarias en los salarios de las personas servidoras judiciales y la participación de la Dirección de Gestión Humana” y, consecuentemente, en la puesta en marcha del acuerdo del Consejo Superior indicado en el párrafo anterior. Por ello, se considera que el criterio DJ-C-213-2020 debe ser analizado a la luz de la reforma establecida en la ley 9859.

Es así como en aquel momento desde la contemplación del numeral 44 ter de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor -hoy reformado según se verá adelante-, la DGH enumeró una serie de “situaciones jurídicas que deben ser analizadas por los expertos en la materia de Derecho” como sigue:

· El criterio DJ-C-213-2020 “indica que en cualquier momento podría la persona servidora judicial, dejar sin efecto la autorización del rebajo y comunicarlo así a su empleador (…) mientras que por su lado, la Ley de Usura en el artículo 44Ter contempla que los trabajadores tienen derecho a solicitar la retención (o la no aplicación de la deducciones (sic) por parte del patrono de las cuotas para el pago de sus créditos, siempre y cuando exista acuerdo entre el trabajador, el patrono y la entidad acreedora”.

· El criterio DJ-C-213-2020 señala que puede deducirse las cuotas de pago de préstamos, “incluso cuando para ello tenga que utilizarse parte de las sumas integrantes del salario mínimo, sin embargo, el artículo 44 Ter indica que sobre la parte inembargable no se puede aplicar deducciones voluntarias ni embargo”.

· Hay solicitudes de personas servidoras judiciales que piden que se dejen de aplicar las deducciones voluntarias de manera retroactiva a enero del presente año.

· Se ignora si la aplicación del numeral 44 ter aplica para las operaciones crediticias vigentes antes del 20 de junio del presente año y para las generadas después de esa fecha.

· También hay otras gestiones de personas servidoras judiciales que solicitan la exclusión de las retenciones por concepto de embargos judiciales y se ignora si ello es procedente según la reforma planteada en la ley de usura.

· Señala al Consejo Superior que por “interés institucional” ha de valorarse el tratamiento del artículo 44 ter en relación con las deducciones que surgen por el reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial para efectos jubilatorios, así como las que competa sobre las aplicadas por concepto de socorro mutuo, las deudas por sumas pagadas de más y las correspondientes a las nóminas de los subsidios por incapacidad.

b. Criterio C-078-2020 del 03 de marzo de 2020 emitido por la Procuraduría General de la República y su relación con el dictamen DJ-C-213-2020 y el informe de la Auditoría Judicial. -

[bookmark: _Hlk58498067]Hecha la síntesis de los documentos de la Auditoría Judicial y de la DGH, se procede ahora a revisar en primera instancia, la relación que tiene el informe de la Auditoría con el criterio de la PGR y el dictamen de esta Dirección Jurídica DJ-C-213-2020. 

En el oficio DJ-3038-2020 se hizo alusión al criterio DJ-C-213-2020, el cual estimó una similitud con el de la Procuraduría General de la República C-078-2020 y es que se reconoce por regla general que las deducciones consentidas al salario solo pueden darse en la misma proporción en que es embargable y en tal sentido se da la existencia de un salario mínimo “intocable”. 

Empero, en lo que no confluyeron era sobre el alcance de las excepciones a esa regla, ya que el criterio DJ-C-213-2020 formulado antes de la vigencia de la Ley de usura y sus reformas, sugirió que cuando se trate de deducciones voluntariamente autorizadas respecto de obligaciones o créditos contraídos con entidades cooperativas u organizaciones con principios similares, sí podía el patrono deducir el salario, aunque fuera de la suma que correspondía inclusive con el salario mínimo.

Dicha premisa que blandió esta Dirección Jurídica, partió de la concepción de que el artículo 69 inciso k) del Código de Trabajo, habla de las deducciones obligatorias de entidades cooperativas y de principios similares relacionadas con créditos de vivienda, mientras que el artículo 174 párrafo segundo del Código de Trabajo, establece que se excepciona de la regla de que solo se pueda ceder, vender o gravar el salario en la proporción que sea embargable, a “las operaciones legales que se hagan con las cooperativas o con las instituciones de crédito legalmente constituidas, que se rijan por los mismos principios de aquellas”, con lo cual, se infirió que puede verse que no se ha limitado solo a operaciones crediticias relativas a créditos de vivienda con las cooperativas o con las instituciones de crédito regidas por principios cooperativos. Lo que llevó a recordar que no se puede distinguir donde la ley expresamente no lo hace y que en aquel momento era infalible que siempre que se trate de créditos con organizaciones cooperativas y similares, se podría deducir incluso de la suma correspondiente al salario mínimo, porque esa era la excepción autorizada en la ley, debiéndose tener como un acto de libre disposición del salario por parte de la persona servidora judicial.

Ahora bien, tal como se vislumbró en la síntesis del informe de la Auditoría Judicial (acápite a.1. de este criterio), ese órgano de control se plegó a los argumentos expuestos por la Procuraduría General de la República C-078-2020 y adicionó algunas manifestaciones relativas a la reforma impulsada en la Ley de Usura (9859), de manera que se consideró el obligatorio acatamiento por parte de la Administración Activa de no “continuar empleando deducciones en la planilla que superen el monto mínimo intangible e inembargable” y que debería “ajustar sus procesos de pago acorde con este imperativo legal, para respetarlo, sin que sea necesario que el trabajador deba solicitarlo”. Ello porque, según lo informa la Auditoría el salario mínimo es intocable y es un derecho irrenunciable según la regulación laboral que es de orden público, además porque así lo vino a exigir la ley de usura en junio del 2020. 
	
[bookmark: _Hlk58496457]El respetable planteamiento de la Auditoría Judicial relativo al criterio de la PGR C-078-2020 y al numeral 44 ter no es secundado parcialmente por esta Dirección Jurídica por una razón fundamental y es que el artículo 44 ter citado por la Auditoría Judicial, sufrió una modificación determinada por la Ley 9918 “Reforma de los artículos 44 Bis y 44 Ter, y adición de un Transitorio al artículo 44 Ter de la Ley 7472, Ley de promoción de la competencia y defensa efectiva del consumidor, de 20 de diciembre de 1994” y que fue publicada el 18 de noviembre del 2020 en el Alcance número 305 a la Gaceta número 275; reforma que se analizará con más detalle en el acápite siguiente en el que, incluso esta Dirección Jurídica señalará que el legislador determinó que las contrataciones de crédito en curso previas a la ley de usura (ley 9859) “deberán seguir siendo deducidas de los salarios y las pensiones de los trabajadores y jubilados, según corresponda” en estricto apego a las condiciones pactadas en esos contratos y hasta el respectivo cumplimiento de la obligación, sea el pago total de la operación crediticia (artículo transitorio de la ley 9918).

c. El oficio de la DGH PJ-DGH-SAS-3932-2020 y su relación con el criterio DJ-C-213-2020 y la reforma más reciente a la ley 7472.- 
	
Ahora bien, en lo que a las menciones que la DGH señaló en su oficio PJ-DGH-SAS-3932-2020 las cuales fueron sintetizadas líneas arriba, se tratarán una por una como sigue.

Sugirió la DGH:

c.1. El criterio DJ-C-213-2020 “indica que en cualquier momento podría la persona servidora judicial, dejar sin efecto la autorización del rebajo y comunicarlo así a su empleador (…) mientras que por su lado, la Ley de Usura en el artículo 44Ter contempla que los trabajadores tienen derecho a solicitar la retención (o la no aplicación de la deducciones (sic) por parte del patrono de las cuotas para el pago de sus créditos, siempre y cuando exista acuerdo entre el trabajador, el patrono y la entidad acreedora.

Cuando la DGH hizo sus manifestaciones no existía la última modificación realizada por el legislador a la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor (Ley 7472), así que aquellas inquietudes deberán de analizarse a la luz de la reforma reciente a dicha ley. Aunado a lo anterior, en el momento en que fue vertido el criterio de esta Dirección Jurídica que cita la DGH, sea el informe DJ-C-213-2020 tampoco existía la Ley de Usura y sus reformas, por lo que lo que estimado en dicho criterio de esta Dirección Jurídica se reconsiderará a partir de la modificación legal señalada.

La Ley 9918 nominada “Reforma de los artículos 44 Bis y 44 Ter, y adición de un Transitorio al artículo 44 Ter de la Ley 7472, Ley de promoción de la competencia y defensa efectiva del consumidor, de 20 de diciembre de 1994”, publicada el 18 de noviembre del presente año en el Alcance N° 305 a la Gaceta N° 275 establece:

“ARTÍCULO 2- Se reforma el artículo 44 ter de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994. El texto es el siguiente:

Artículo 44 ter- Derecho del trabajador consumidor financiero. Los trabajadores tienen derecho a solicitar al patrono la deducción de las cuotas para el pago de sus créditos, siempre que exista acuerdo de voluntades entre el trabajador y la entidad acreedora, hasta el límite inembargable.

Los patronos no podrán discriminar ni dejar de aplicar las deducciones al salario de las cuotas debidamente autorizadas previamente por el trabajador, para el pago de las operaciones financieras de crédito, voluntariamente contraídas por este o para el pago de su afiliación a organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro, respetando el derecho y la libertad de contratación y de asociación del trabajador.

El trabajador demostrará a los oferentes de crédito, para determinar la viabilidad del crédito, su capacidad de pago, no solo con sus ingresos salariales brutos sino además sus otras fuentes que le permitan demostrar su capacidad de endeudamiento. El oferente de crédito no podrá limitar los medios probatorios para valorar la capacidad de pago del trabajador.

ARTÍCULO 3- Se adiciona un transitorio al artículo 44 ter de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994. El texto es el siguiente:

TRANSITORIO- Las condiciones sobre la forma de pago establecidas en los contratos de todas aquellas operaciones de crédito vigentes antes de la entrada en vigencia de la Ley 9859, Adición de los Artículos 36 bis, 36 ter, 36 quater, 44 ter y de los Incisos g) y h) al Artículo 53, y Reforma de los Artículos 44 bis y 63 de la Ley 7472, Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994, deberán seguir siendo deducidas de los salarios y las pensiones de los trabajadores y jubilados, según corresponda, de acuerdo con los términos convenidos y autorizados por los deudores y las entidades oferentes de crédito. Dicha condición estará vigente hasta la cancelación de la operación crediticia.”
	 
Independientemente de la constitucionalidad del transitorio apuntado, puede verse claramente que el legislador determinó que las contrataciones de crédito en curso previas a la ley de usura (ley 9859) “deberán seguir siendo deducidas de los salarios y las pensiones de los trabajadores y jubilados, según corresponda” en estricto apego a las condiciones pactadas en esos contratos y hasta el respectivo cumplimiento de la obligación, sea el pago total de la operación crediticia. Lo anterior, implica que en virtud de la reforma establecida en la ley 9918 del 18 de noviembre de 2020, las personas servidoras judiciales, no podrían solicitar que se deje de aplicar las deducciones que autorizaron previo a esa reforma y que únicamente para las obligaciones crediticias contraídas después del 18 de noviembre de 2020, ningún patrono podrá realizar deducciones del salario inembargable que surgieran de autorizaciones que los deudores hayan otorgado en cualquier operación crediticia, según exige el artículo 44 ter párrafo primero de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor vigente porque eso sería materialmente imposible. Véase que en tesis de principio no podrían el deudor y acreedor consensuar tales deducciones porque la misma norma exige que el acuerdo está sujeto al “límite inembargable”. Además, el párrafo segundo del numeral 44 ter copiado, establece la imposibilidad para las personas deudoras de solicitar que se les deje de deducir de sus salarios “las cuotas debidamente autorizadas previamente” “para el pago de las operaciones financieras de crédito, voluntariamente contraídas por este o para el pago de su afiliación a organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro, respetando el derecho y la libertad de contratación y de asociación del trabajador”. Esa imposibilidad va en dos sentidos, uno en el que cualquier autorización previa hecha por las personas deudoras en los contratos crediticios realizados con cualquier ente financiero no puede ser discriminada por el patrono ni tampoco este último puede dejar de “aplicar las deducciones al salario” que surjan de tales autorizaciones, las cuales en tesis de principio deben acordarse contractualmente.

En el otro sentido en el que tampoco puede el patrono discriminar ni dejar de aplicar las deducciones del salario con motivo del pago de las afiliaciones a “organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro”, esa reforma más bien vino a hacer eco de lo establecido en el numeral 69 inciso k) del Código de Trabajo, el cual determina la obligación patronal de “Deducir del salario del trabajador, las cuotas que éste se haya comprometido a pagar a la Cooperativa o al Sindicato, en concepto de aceptación y durante el tiempo que a aquélla o a éste pertenezca y con el consentimiento del interesado, siempre que lo solicite la respectiva organización social, legalmente constituida”.

Sobre las deducciones a las jubilaciones que refiere dicho artículo, debe tenerse presente que, en acatamiento del bloque de legalidad vigente y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones el órgano competente para decidir lo que en derecho corresponda en relación con la materia de jubilaciones, los montos que se concedan por tal concepto y si puede verse afectada por algún tipo de deducciones o rebajos o embargos. Por ello, considera esta Dirección Jurídica que en este aspecto deberá analizarse por parte de dicha Junta si lo establecido en la Ley de Usura y sus reformas afecta de manera alguna lo que corresponda sobre las deducciones consentidas por las personas jubiladas en las distintas operaciones crediticias.

c.2. El criterio DJ-C-213-2020 señala que puede deducirse las cuotas de pago de préstamos, “incluso cuando para ello tenga que utilizarse parte de las sumas integrantes del salario mínimo, sin embargo, el artículo 44 Ter indica que sobre la parte inembargable no se puede aplicar deducciones voluntarias ni embargo”.

El criterio que se cita indicaba antes de las reformas analizadas que era posible la deducción de las cuotas de pago de los préstamos “incluso cuando para ello tenga que utilizarse parte de las sumas integrantes del salario mínimo”, sin embargo, considera esta Dirección Jurídica que posterior al 18 de noviembre de 2020 eso no es posible para las nuevas obligaciones crediticias posteriores a esa fecha según se infirió en líneas anteriores. 

c.3. Hay solicitudes de personas servidoras judiciales que piden que se dejen de aplicar las deducciones voluntarias de manera retroactiva a enero del presente año.

Se repite, el legislador determinó que las contrataciones de crédito en curso previas a la ley de usura (ley 9859) “deberán seguir siendo deducidas de los salarios y las pensiones de los trabajadores y jubilados, según corresponda” en estricto apego a las condiciones pactadas en esos contratos y hasta el respectivo cumplimiento de la obligación, sea el pago total de la operación crediticia (Transitorio único de la ley 9918). En otro orden, aquellas deducciones que responden a obligaciones legales como el pago de las afiliaciones a “organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro” no pueden ser discriminadas ni dejar de ser deducidas por el patrono (artículo 44 ter de la ley 7472 y artículo 69 inciso k). Desde tales ópticas, no es legalmente posible la procedencia de tales solicitudes.

c.4. Se ignora si la aplicación del numeral 44 ter aplica para las operaciones crediticias vigentes antes del 20 de junio del presente año y para las generadas después de esa fecha.
	
Tal como se ha considerado antes, según el numeral 44 ter párrafo segundo de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor vigente desde el 18 de noviembre de 2020 “Los patronos no podrán discriminar ni dejar de aplicar las deducciones al salario de las cuotas debidamente autorizadas previamente por el trabajador, para el pago de las operaciones financieras de crédito, voluntariamente contraídas por este o para el pago de su afiliación a organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro, respetando el derecho y la libertad de contratación y de asociación del trabajador.”. Aunado a ello el artículo transitorio de la ley 9918 vigente desde el 18 de noviembre de 2020, es claro en señalar que la forma de pago establecida en los contratos de todas aquellas operaciones de créditos consensuados antes de la entrada en vigencia de la Ley 9859, debe ser respetada por lo que deberán seguir siendo deducidas de los salarios… de acuerdo con los términos convenidos y autorizados por los deudores y las entidades oferentes de crédito… hasta la efectiva cancelación de la operación crediticia”.

c.5. También hay otras gestiones de personas servidoras judiciales que solicitan la exclusión de las retenciones por concepto de embargos judiciales y se ignora si ello es procedente según la reforma planteada en la ley de usura.

La Ley de Usura y sus reformas, no tratan de manera alguna el tema de los embargos judiciales. 

c.6. Señala al Consejo Superior que por “interés institucional” ha de valorarse el tratamiento del artículo 44 ter en relación con las deducciones que surgen por el reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial para efectos jubilatorios, así como las que competa sobre las aplicadas por concepto de socorro mutuo, las deudas por sumas pagadas de más y las correspondientes a las nóminas de los subsidios por incapacidad.

La Ley de Usura y sus reformas, no regulan ningún aspecto relativo a las deducciones referidas en el parágrafo anterior, tampoco invalida ningún otro tipo de deducciones al salario que sean impuestas legalmente. Esa ley y sus reformas están orientadas a las relaciones jurídicas en las que existe únicamente un crédito o préstamo. No está demás agregar que las deducciones legalmente impuestas, como por ejemplo las cuotas requeridas por el ordenamiento jurídico para el financiamiento de los gastos administrativos erogados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no están sujetas a dejar de ser deducidas por voluntad de las personas servidoras judiciales, precisamente porque surgen por imperio de la ley. En esos casos la ley es la que impone la obligación de traslado de los recursos a la parte acreedora y no opera la voluntad del deudor.

Lo anterior, se puede esquematizar de la siguiente manera:

[image: ]
 
Es decir, no forman parte del patrimonio del solicitante al no poder ingresar al mismo por mandato de ley y consecuentemente no es viable la libre disposición de cualquier deducción que se realice al amparo de una norma aprobada por la Asamblea Legislativa.

II.- CONCLUSIONES. –

a. Esta Dirección Jurídica considera que únicamente para las obligaciones crediticias contraídas después del 18 de noviembre de 2020, ningún patrono podrá realizar deducciones del salario inembargable que surgieran de autorizaciones que los deudores hayan otorgado en cualquier operación crediticia, según exige el artículo 44 ter párrafo primero de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor vigente, porque eso sería materialmente imposible. Véase que en tesis de principio no podrían el deudor y acreedor consensuar tales deducciones porque la misma norma exige que el acuerdo está sujeto al “límite inembargable”.

b. En el oficio DJ-3038-2020 se hizo alusión al criterio DJ-C-213-2020, el cual estimó una similitud con el de la Procuraduría General de la República C-078-2020 y es que se reconoce por regla general que las deducciones consentidas al salario solo pueden darse en la misma proporción en que es embargable y en tal sentido se da la existencia de un salario mínimo “intocable”. 

c. El legislador determinó que las contrataciones de crédito en curso previas a la ley de usura (ley 9859) “deberán seguir siendo deducidas de los salarios” en estricto apego a las condiciones pactadas en esos contratos y hasta el respectivo cumplimiento de la obligación, sea el pago total de la operación crediticia (artículo transitorio de la ley 9918). 

d. El párrafo segundo del numeral 44 ter vigente, establece la imposibilidad para las personas deudoras de solicitar que se les deje de deducir de sus salarios “las cuotas debidamente autorizadas previamente” “para el pago de las operaciones financieras de crédito, voluntariamente contraídas por este o para el pago de su afiliación a organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro, respetando el derecho y la libertad de contratación y de asociación del trabajador”. Esa imposibilidad va en dos sentidos, uno en el que cualquier autorización previa hecha por las personas deudoras en los contratos crediticios realizados con cualquier ente financiero no puede ser discriminada por el patrono ni tampoco este último puede dejar de “aplicar las deducciones al salario” que surjan de tales autorizaciones. El otro sentido, en el que tampoco puede el patrono discriminar ni dejar de aplicar las deducciones del salario con motivo del pago de las afiliaciones a “organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro”, lo cual hace eco de lo establecido en el numeral 69 inciso k) del Código de Trabajo.

e. Sobre las deducciones a las jubilaciones que refiere el transitorio único de la ley 9918, debe tenerse presente que, en acatamiento del bloque de legalidad vigente y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones el órgano competente para decidir lo que en derecho corresponda en relación con la materia de jubilaciones, los montos que se concedan por tal concepto y si puede verse afectada por algún tipo de deducciones o rebajos o embargos. Por ello, considera esta Dirección Jurídica que en este aspecto deberá analizarse por parte de dicha Junta si lo establecido en la Ley de Usura y sus reformas afecta de manera alguna lo que corresponda sobre las deducciones consentidas por las personas jubiladas en las distintas operaciones crediticias. 

Dejamos así evacuada su solicitud de criterio al respecto.” 

- 0 -

Antecedentes de interés

1. En sesión N° 11-2020 celebrada el 11 de febrero de 2020, artículo XXXIX, previamente a resolver lo que corresponda, se trasladó la gestión del máster Jorge Eduardo Cartín Elizondo, Secretario General del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD), a la Dirección Jurídica para que valore e informe a este Consejo Superior la posibilidad legal que tiene el patrono de aplicar lo establecido en el artículo 69 inciso k del Código de Trabajo sobre las deducciones por deudas contraídas con cooperativas o instituciones de crédito que tienen los servidores judiciales, jubilados y pensionados del Poder Judicial. En ese momento, se hizo este acuerdo de conocimiento del máster Cartín Elizondo en su citada condición.

1. [bookmark: _Toc40112952]En sesión N° 47-2020 celebrada el 14 de mayo del 2020, artículo XXI, se acogió el criterio oficio N° DJ-C-213-2020 del 4 de mayo de 2020, suscrito por la máster Argili Gómez Siu Subdirectora interina Jurídica y el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico Interino y se acogieron sus recomendaciones. Se comisionó a la Dirección de Gestión Humana en el caso de los funcionarios judiciales activos y al Departamento Financiero Contable por parte de los jubilados y pensionados judiciales, para que, en el plazo de un mes, establezcan el protocolo correspondiente para cumplir con el citado criterio jurídico, lo anterior en el entendido que hasta tanto no se cuente con los citados protocolos, se mantendrá el procedimiento actual de deducción automática por planilla. Finalmente, se hizo este acuerdo de conocimiento de las Organizaciones Gremiales del Poder Judicial y de la Junta Administradora del Poder Judicial.

1. Posteriormente, en sesión N° 57-20 celebrada el 11 de junio de 2020, artículo L, se tomó nota del oficio N° 320-2020 del 29 de mayo de 2020, suscrito por la Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en relación con lo informado por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, referente a una denuncia sobre deducciones que se realizan a las jubilaciones por concepto de créditos.

1. [bookmark: _Toc48230130][bookmark: _Toc48652458]Luego, en sesión N° 81-2020 celebrada el 18 de agosto del 2020, artículo XIV, se tomó nota del oficio N° 2873-DE-2020 del 6 de agosto del 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al protocolo de deducciones.

1. En sesión N° 95-20 celebrada el 02 de octubre de 2020, artículo XIX, se tomó nota del oficio N° DJ-3038-2020 de 16 de setiembre de 2020, remitido por el máster Rodrigo Campos Hidalgo y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, por su orden, Director Jurídico y Profesional en Derecho 3B. Asimismo, se indicó que previamente a disponer lo correspondiente referente al oficio N° 1169-«Staff_type»63-AUD-UJ-2020 de 24 de setiembre de 2020, suscrito por el licenciado Roberth García González, Auditor, referente al “Informe de advertencia relacionado con las deducciones por planilla a salarios que afecten el mínimo establecido en el artículo 172 del Código de Trabajo”, estimó este Consejo Superior necesario trasladarlo a la Dirección Jurídica, para que en el plazo de 10 días hábiles contados a partir de la notificación de este acuerdo, ampliara el criterio N° DJ-3038-2020 de 16 de setiembre de 2020 y realizara un estudio integral y puntualizado sobre el informe de Auditoría supra, contemplando el oficio PJ-DGH-SAS-3932-2020 del 25 de setiembre de 2020, remitido por la máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Directora y Sub Directora interina de Gestión Humana, así como la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa de Subproceso de Administración Salarial.

1. Posteriormente, en sesión N° 111-20 del 17 de noviembre de 2020, artículo XVI, se acogió el oficio N° DJ-C-3711-2020 del 6 de noviembre de 2020, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B y por las razones expuestas, se prorrogó el plazo por 15 días para la rendición del criterio jurídico, referente al “Informe de advertencia relacionado con las deducciones por planilla a salarios que afecten el mínimo establecido en el artículo 172 del Código de Trabajo.

1. Finalmente, en sesión N° 01-21 celebrada el 05 de enero de 2021, artículo VIII, se acogió la gestión del máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N° DJ-4185-2020 del 14 de diciembre de 2020 y se amplió a un mes el plazo para que rindan el informe solicitado en sesión N° 95-2020 celebrada el 2 de octubre de 2020, artículo XIX.”
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Manifiesta la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Que se haga este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana. Lo que está un poco difícil de implementar, es que su fecha de rige es a partir de la reforma de ley, por lo que se debe empezar a valorar la condición en que están los rebajos, si son antes o posteriores, lo que está anterior no puede afectar contratos entre partes, donde ya se acordó, lo nuevo debe ajustarse al tema. Me parece que también se puede hacer de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que lo valoren”.

Dice el presidente, magistrado Cruz: “Es un tema complejo”.

- 0 -

Se acordó: 1.) Acoger en todos sus extremos el criterio jurídico N° DJ-C-26-2021 del 20 de enero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y el licenciado Roberth Fallas Gamboa; por su orden, Director Jurídico y Profesional en Derecho 3B, relacionado con las deducciones por planilla a salarios que afecten el mínimo establecido en el artículo 172 del Código de Trabajo. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de la Auditoría y de la Dirección de Gestión Humana.

La Dirección Jurídica tomará nota para los fines consiguientes.”

- 0 -
Se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 8-2021 celebrada el 28 de enero de 2021, artículo XXIII y mantener lo resuelto por esta Junta Administradora en la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre de 2020, artículo IX. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245963]ARTÍCULO XVI 
Documento N° 1099-2020
En la sesión N° 34-2020 celebrada el 19 de octubre del 2020, artículo XXVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En atención al artículo que antecede referente al orden de prelación de deducciones.

Por unanimidad se acordó: 1.) Ampliar la solicitud asignada en sesión N°. 33-2020, artículo XVIII al Despacho Hulbert Volio Montero, con el fin de que consulte a la Sala Constitucional sobre el orden de prelación de las deducciones expresamente dispuestas en la Ley (Cotización Obligatoria al FJPPJ, Comisión de Administración a la Junta Administradora del FJPPJ, Impuesto sobre la Renta, Seguro Enfermedad y Maternidad de la CCSS, Cuota de Socorro Mutuo y Aporte por Contribución Solidaria al FJPPJ) y de la pensión alimentaria, que se aplican a las jubilaciones y pensiones a cargo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se aclare sobre el orden dispuesto en el que se deben aplicar dichas deducciones, conforme al tope máximo vigente posible de deducir (55% sobre el monto bruto del beneficio), en particular sobre la prelación que debe mantener la pensión alimenticia con respecto a dichas deducciones expresamente dispuestas en la Ley. 2.) Comisionar al MPM. Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo, para que solicite a dicho asesor jurídico la ampliación a la consulta señalada y brinde el seguimiento correspondiente.”

-0-
Informa la Secretaria General de la Corte, que, una vez revisados los archivos, se verifica que a la fecha el Despacho Hulbert Volio Montero, no ha presentado el informe solicitado en sesión N° 34-2020 celebrada el 19 de octubre del 2020, artículo XXVI.
Se acordó: Informar a la Secretaría General de la Corte que en la sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre de 2020, artículo XI y XII, se conoció el criterio sobre la naturaleza jurídica y forma de retención de las deducciones legales aplicables a las jubilaciones y pensiones, por lo que se solicita archivar el pendiente de la sesión N° 34-2020 celebrada el 19 de octubre del 2020, artículo XXVI. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc65245965]ARTÍCULO XVII 
Documento N° 950-2020

[bookmark: _Hlk65146821]En sesión N° 34-2020 celebrada el 19 de octubre del 2020, artículo XII, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 
[bookmark: _Hlk54364219]“El servidor Luis Pereira Meza, Oficial de Investigación del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo electrónico del 9 de octubre de 2020, manifestó:

“…no encuentro el documento, sin embargo lo que mi persona estaba alegando era el monto excesivo de dinero que tenía que aportar al fondo de pensiones por el reconocimiento de años, ya que algunos ex compañeros de PCD les rebajaron varios millones por un mal cálculo realizado por Gestión Humana. Dentro de mis alegatos, hacía referencia al oficio del 10 de marzo de 2020, número 2416-2020, emanado por la Secretaria General y dirigido al señor Msc. Carlos Montero Zúñiga, presidente de la Junta Administrado del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, en donde hacía mención del acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión número 15-2020, celebrado el 25 de febrero del 2020, documento que hacía saber de un estudio que realizó la Gestión Humana, en donde corregía los montos adeudados por muchos funcionarios Judiciales que realizaron tramites de reconocimientos de tiempo servido, el cual hacia ver que se equivocaron en muchos de ellos y con diferencias de muchos millones, por lo que a mi persona se me hacía increíble que me estuvieran cobrando más dinero que el que en un inicio se me estaba cobrando. 

Por dicha situación le pongo el ejemplo de cuatro ex compañeros de la Policía de Control de Drogas que laboraron en los mismos años que mi persona y recibieron salarios parecidos al mío, y que se trasladaron al Poder Judicial en años similares, en el estudio elaborado por ellos les rebajaron desde 25 millones y hasta 62 millones del monto que en un inicio les estaban cobrando, de los cuales indico literalmente y que están en el documento adjunto que aporto:
[…]
 
Es por lo cual que aboco a su buen discernimiento, para que nuevamente se me realice el estudio con los mismos parámetros que se les realizaron a los excompañeros citados, para que así de una vez por todas se llegue al monto que realmente adeudo, ya que con la situación por la que vivimos y al alto costo de la vida y al monto tan exagerado de dinero que tendría que devolver, no me podría pensionar en el tiempo idóneo, ya que no habría cancelado dicho dinero de aquí a 15 años. Muchas gracias, esperando haber sido lo más claro posible y disculpándome por no tener el documento a la mano.”

[…]

- 0 -

[bookmark: _Hlk65146596]Por unanimidad se acordó: Tener por conocida la solicitud del servidor judicial Luis Pereira Meza, Oficial de Investigación del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo electrónico del 9 de octubre de 2020 y trasladar la gestión a la Dirección de Gestión Humana, para que revise el estudio de reconocimiento de tiempo servido efectuado al servidor Pereira Meza e informe a esta Junta para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.””

-0-
Informa la Secretaría de la Corte a la fecha no ha recibido el informe por parte de la Dirección de Gestión Humana, de lo solicitado por la Junta respecto al estudio de reconocimiento de tiempo servido del servidor Luis Pereira Meza, en sesión N° 34-2020 celebrada el 19 de octubre del 2020, artículo XII.
Se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación de la Secretaría General de la Corte respecto al informe que se encuentra pendiente por parte de la Dirección de Gestión Humana sobre la revisión del estudio de reconocimiento de tiempo servido efectuado al servidor Luis Pereira Meza, Oficial de Investigación del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Conceder un plazo de 10 días a la Dirección de Gestión Humana para que remita el informe solicitado en la sesión N° 31-2020 celebrada el 19 de octubre de 2020, artículo XII. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245967]ARTÍCULO XVIII 
Documento N°  1000-2020

En sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo X, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En la sesión N° 32-2020 celebrada el 5 de octubre del 2020, artículo XII, que literalmente dice:

“Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio 0346-PI-2020 de 16 de setiembre de 2020, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino del Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, en el que hacen de conocimiento de esta Junta Administradora la necesidad de contar con herramientas básicas para realizar análisis y seguimiento de los mercados internacionales, además del acceso a las bases de datos y sistemas de información organizados a nivel internacional, por lo remiten información de los costos en que se tendría que incurrir de ser aprobada la contratación de la plataforma Bloomberg. 2) Previo a aprobar esta contratación, estar a la espera de la respuesta a la consulta realizada a la Procuraduría General de la República respecto a la naturaleza de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de determinar si las personas colaboradoras del Proceso de Inversiones y Proceso de Riesgos, que laborarán en mercados internacionales son las del Poder Judicial o deben ser contratadas por esta Junta Administradora. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de los Comités de Inversiones y Comité de Riesgos y del Macroproceso Financiero Contable. Se declara este acuerdo firme.”

-0-

El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso, el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino Proceso de Inversiones y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Riesgos, todos del Departamento Financiero Contable, en oficio N° 0403-PI-2020 del 19 de octubre de 2020, gestionaron lo siguiente:

“Conforme a lo definido en la hoja de ruta para la incursión en mercados internacionales y lo solicitado por los miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se adjunta versión ajustada del Plan de Capacitación con los contenidos necesarios para el desarrollo de las actividades fundamentales para la adecuada gestión de los recursos del Fondo en plazas extranjeras. 

La información detallada y anexada en este documento es, si bien así lo estima, para hacerlo de conocimiento a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”




-0-

Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 0403-PI-2020 del 19 de octubre de 2020, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso, el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Riesgos, todos del Macroproceso Financiero Contable, mediante el que remiten versión ajustada del Plan de Capacitación con los contenidos necesarios para el desarrollo de las actividades fundamentales para la adecuada gestión de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en plazas extranjeras y aprobarlo. 2) Para los puntos del 3 al 6 en adelante de las programas contratados del Plan de capacitación estar a la espera de la respuesta a la consulta realizada a la Procuraduría General de la República respecto a la naturaleza de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de determinar si las personas colaboradoras del Proceso de Inversiones y Proceso de Riesgos, que laborarán en mercados internacionales son las del Poder Judicial o deben ser contratadas por esta Junta Administradora. Se declara este acuerdo firme.”
-0-
Informa la Secretaría General de la Corte, que en razón de que en sesión N° 05-2021 celebrada el 01de febrero de 2021, artículo  XV, en lo que interesa, se tuvo por recibido el criterio suscrito por el procurador Alonso Arnesto Moya, de Procuraduría General de la República, en oficio N°. C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, relativo a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remite para conocimiento de la Junta el acuerdo supra transcrito, a fin de que analice los puntos pendientes de resolver que en su momento se indicaron.   
Se acordó: 1.) Autorizar la ejecución del Plan de Capacitación:
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2.) Autorizar al Macroproceso Financiero Contable a realizar la contratación de Bloomberg, todo lo anterior con cargo al presupuesto de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial producto del cinco por mil de acuerdo con lo establecido en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte.
El Macroproceso Financiero Contable tomará nota para lo que corresponda. 
[bookmark: _Toc65245971]ARTÍCULO XIX 
Documento N° 217-2021 / 333-2021
En sesión N° 6-2021 del 8 de febrero de 2021, artículo XIV, se tuvo por conocida la gestión del señor NOMBRE 001, en que solicitó se diera trámite a su gestión de traslado de cuotas al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. A esos efectos, se hizo una instancia ante del Departamento Financiero Contable para que remitiera la gestión de traslado de cuotas del señor NOMBRE 001, para ser conocido por esta Junta.
El máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, en oficio N°0021-PI-2021 de 19 de febrero de 2021, remitieron el oficio N.º GP-DAP-1108-2020 suscrito por el MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), en donde solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del ex funcionario judicial Omar Fernando Campos Salas, conforme al siguiente detalle:
“(…)
	 Caso: NOMBRE 001
	Cédula: 
DATOS 001 
	Resolución N.° 
PJ-IVM.-047-401460089-20 

	1. Que el señor NOMBRE 001, cédula número DATOS 001, solicitó pensión por Vejez en la Plataforma de Servicios de la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, el día 15 de junio de 2020. Igualmente, mediante nota de fecha 21 de octubre de 2020 solicitó el traslado de las cotizaciones aportadas al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Pensiones IVM. 

	2. Que mediante Certificación No.1931-2020 del 26 de mayo de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda, se comprueba que el interesado laboró y cotizó para el Poder Judicial durante 48 meses en los siguientes períodos: de enero 1983 a diciembre 1986. 



Procedimientos de cálculo y normativa aplicable 

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE-DAE-1091-2020 del 09 de noviembre 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio GP-DAP-1108-2020. 

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica: 

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos: 

1. Reporte Salarios 

Certificación N.° 1931-2020 del 26 de mayo de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:

[image: ]
3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente 

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad. 

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial: 
[…]
II. Resumen del monto a trasladar: 
[…]
Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.

[…]
-0-
Considerado el informe N°0021-PI-2021 de 19 de febrero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, se acordó, por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor NOMBRE 001, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de VALOR 001 y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de las personas interesadas. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245973]ARTÍCULO XX 
Documento N° 331-2021

El máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, mediante oficio Nº 028-PI-2021 19 de febrero de 2021, comunicó lo siguiente:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-1056-2020, solicitó  el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del exfuncionario judicial Carlos Miguel Barrantes Barrantes, tal y como se detalla a continuación:

	Caso: NOMBRE 001
	Cédula:
DATOS 001
	Resolución N.°
PJ-IVM-043-501630787-2020

	
1 Que el señor NOMBRE 001, cédula número DATOS 001, solicitó una pensión por vejez en la Sucursal de Santa Cruz el día 28 de octubre de 2020. Igualmente, mediante nota de fecha 27 de octubre de 2020 solicitó el traslado de las cotizaciones aportadas al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Seguro de Pensiones IVM.

	2. Que mediante Certificación de fecha 01 de octubre de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda y el oficio N°PJ-DGH-AP-4038-2020 de fecha 19 de octubre de 2020 emitido por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial se comprueba que el interesado
laboró y cotizó para el Poder Judicial durante 63 meses en los siguientes períodos: de enero 1999 a marzo 2004.



Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE- DAE-1052-2020 del 09 de noviembre de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio GP-DAP-1056-2020.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios

Certificación del 01 de Octubre de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda y el oficio N.° PJ-DGH-AP-4038-2020 de fecha 19 de octubre de 2020 emitido por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial.

2. Porcentaje de aportes

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial:


[…]

II. Resumen del monto a trasladar:


[…]


Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.

[…]
-0-
Considerado el informe N°028-PI-2021 de 19 de febrero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor NOMBRE 001, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de VALOR 001 y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de las personas interesadas. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc65245975]ARTÍCULO XXI 
Documento N° 190-2021 / 303-2021
En sesión N° 3-2021 del 18 de enero de 2021, artículo XXXIII, se solicitó a Macroproceso Financiero Contable el monto de jubilaciones y pensiones promedio bruta y neta (quitando rebajos legales y contribuciones solidarias) a fin de poder contar con la información necesaria en caso de tener que referirse a ello.
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, las másteres Andrea Valerín y Floribel Campos Solano, por su orden, Jefa interina de Subproceso de Egresos y Jefa interina de Proceso de Tesorería, en oficio N° 203-TE-2021 del 15 de febrero de 2021, informaron lo siguiente:
“En atención al contenido del oficio N° 86-2021 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 03-2021 celebrada el 18 de enero de 2021, artículo XXXIII, en el cual se acordó:

“Solicitar a Macroproceso Financiero Contable el monto de jubilaciones y pensiones promedio bruta y neta (quitando rebajos legales y contribuciones solidarias) a fin de poder contar con la información necesaria en caso de tener que referirse a ello.”

En razón de lo dispuesto por esa Junta Administradora se señala que, se remite el dato correspondiente al monto del beneficio de jubilación y pensión bruto y neto promedio a enero 2021, de conformidad con la información suministrada por la Dirección de Tecnología de la Información, obtenida de las bases de datos del SIGA-FJP:
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(…)”
-0-
Se acordó: Tener por recibido el informe presentado por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, las másteres Andrea Valerín y Floribel Campos Solano, por su orden, Jefa interina de Subproceso de Egresos y Jefa interina de Proceso de Tesorería, en oficio N° 203-TE-2021 del 15 de febrero de 2021, mediante el cual se informa el dato correspondiente al monto del beneficio de jubilación y pensión bruto y neto promedio a enero 2021. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65245978]ARTÍCULO XXII 
Documento N°  325-2021

La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden Subdirectora interina Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de Unidad de Jubilaciones y Pensiones, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-730-2021 del 17 de febrero de 2021, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Dirección en fecha 3 de febrero de 2021, recibió la gestión de la señora NOMBRE 001, en calidad de representante legal de su hija NOMBRE 002, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión a su hija por el fallecimiento de su padre el funcionario judicial fallecido NOMBRE 003, por lo que a continuación se procede a detallar:
	
1. Información personal y laboral del señor NOMBRE 003.

· De conformidad con la información sustraída del Registro Civil, al momento de su deceso el servidor NOMBRE 003 contaba con 46 años, 11 meses y 25 días de edad.

· Estado civil, Divorciado.

· Condición de nombramiento en el Poder Judicial, propiedad.

· Tiempo servido, 13 años, 11 meses y 29 días.


1. Normativa que regula la gestión.


Ley N° 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, artículo 224 establece:

“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.” (Énfasis agregado).

Artículo 229:

[…] “En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia…”. (Énfasis agregado).

1. Conclusión.

Conforme la normativa que regula la solicitud de la señora NOMBRE 001, en calidad de representante legal de su hija NOMBRE 002y del análisis de los antecedentes laborales y personales del señor NOMBRE 003 al momento de su deceso, se verifica que el exservidor no cumplía con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, lo cual, por consiguiente; no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión. 

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por la señora NOMBRE 001, en calidad de representante legal de su hija NOMBRE 003 para su atención.”

-0-
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora NOMBRE 001, en calidad de representante legal de su hija NOMBRE 002 por el fallecimiento de su padre el funcionario judicial fallecido NOMBRE 003, así como el informe N° PJ-DGH-AP-730-2021 del 17 de febrero de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, por lo anterior, se acuerda por unanimidad: Denegar la solicitud de pensión formulada por la señora NOMBRE 001, en calidad de representante legal de su hija NOMBRE 002, siendo que el exservidor judicial fallecido no cumplía con alguno de los requisitos establecidos en el artículo 224 para aprobar un derecho de jubilación, lo cual es el tiempo servido para acceder a una jubilación que exige al menos 20 años de servicio en el Poder Judicial, y siendo que del informe de la Dirección de Gestión Humana, se desprende que el exservidor tenía 46 años, 11 meses y 25 días de edad y 13 años, 11 meses y 29 días, lo cual no permite desde el componente legal de la solicitud, acceder a la determinación de un monto de pensión. 
Hacer este acuerdo de conocimiento de la petente, de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. Se declara este acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXIII 
DOCUMENTO N° 351-2021.
El licenciado Orlando Castrillo Vargas y la licenciada Karla Urtecho Madrigal, por su orden, Subdirector de Tecnología de la Información y Jefa interina del Subproceso de Sistemas Administrativos, en oficio N° 397-DTIC-2021 de 26 de febrero de 2021, comunicaron: 
“En atención a la boleta 92-TE-2021 “Solicitud de Cambio N° 4 Modif. cálculo Contrib. Solidaria II Q (orden prelación)”, para que se modifique el proceso de cálculo de la deducción denominada Contribución Solidaria en la segunda quincena de cada mes, ya que, con el nuevo orden de prelación de las deducciones de ley autorizado por la Junta Administradora, en la sesión N° 37-2020 del 16 de noviembre de 2020, artículo XII.
Se desarrolló en el Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la mejora para que al calcular dicha deducción el sistema considere las deducciones de ley aplicadas en la primera quincena del mes, excluyendo las deducciones Pensión Alimentaria y Retroactivos de Pensión Alimentaria.
El cambio se aplicó, tomando en consideración que dicha solicitud fue aprobada por Ingrid Moya Aguilar, Tesorera de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones, mediante correo electrónico el día 27 de enero del 2021, que se requería en producción antes de la II Quincena de febrero de 2021 y que correspondía a un cambio simple, el ajuste en producción se llevó a cabo el día 16 de febrero del 2021.


”
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Se acordó: Tomar nota del oficio N° 397-DTIC-2021 de 26 de febrero de 2021 suscrito por el licenciado Orlando Castrillo Vargas y la licenciada Karla Urtecho Madrigal, por su orden, Subdirector de Tecnología de la Información y Jefa interina del Subproceso de Sistemas Administrativos, en el cual se comunica la atención y resolución a la solicitud presentada para el cambio “N° 4 Modif. cálculo Contrib. Solidaria II Q (orden prelación)”. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIV 
DOCUMENTO N° 353-2021.
La licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, mediante oficio N° 1866-2021 de 24 de febrero de 2021, hizo de conocimiento el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 8-2021 celebrada el 22 de febrero de 2021, artículo III, que dice:
“La licenciada Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hace de conocimiento el acuerdo tomado por la citada Junta, en sesión N° 06-2021 celebrada el 8 de febrero de 2021, artículo III, el cual literalmente indica:
 
[bookmark: _Hlk65845383]“Conforme a solicitud remitida a la Procuraduría General de la República mediante oficio N° 393-2020 del 01 de julio del 2020, mediante el cual se solicita a ese Ente la aclaración sobre la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), su relación con el Poder Judicial y el régimen laboral aplicable a sus eventuales colaboradores es menester indicar que con fecha lunes 01 de febrero del 2021 se recibió el Dictamen N°. C-021-2021 del cual se extrae las siguientes conclusiones:
 
“C. CONCLUSIÓN: 
 
De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:
 
1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo. 
 
2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público. 
 
Tras un análisis a profundidad de los pormenores indicados en el documento de referencia, este órgano colegiado del Poder Judicial, de forma unánime se acordó: 1) Tomar nota del Dictamen C-021-2021, remitido por el Procurador Alonso Arnesto Moya, recibido el 01 de febrero del 2021. 2) Declarar que la Junta Administradora del FJPPJ es un órgano del Poder Judicial con personalidad jurídica instrumental independiente, con grado de desconcentración máximo en lo referente a la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), pero que conserva relación con este Poder de la República como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, con la Corte Plena como superior jerárquico; que cuenta con capacidad de contratación de nuevo personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de empleo público y que es capaz de gestionar su propio presupuesto y patrimonio. 3) De la lectura de dicho dictamen interpreta esta Junta Administradora del FJPPJ que posee las competencias suficientes para: a) El uso de la comisión del cinco por mil establecida por la Ley N°. 9544, su saldo acumulado a la fecha y sus aportes futuros. b) Gestionar su propio presupuesto, contratar servicios de proveedores, ejecutar la compra de activos, adquisición de licencias, software, cancelación del canon de supervisión y demás gastos administrativos de forma directa, con los recursos provistos por la citada ley. c) La contratación de nuevo personal necesario para la ejecución de sus funciones establecidas por Ley y normativa específica del CONASSIF, siendo que dicho personal mantiene la aplicación del régimen de empleo público como cualquier otro servidor del Poder Judicial. d) Trasladar recursos al Poder Judicial únicamente sobre las nuevas plazas que lleguen a ser creadas o gastos administrativos adicionales en que se incurran para la gestión de este régimen de pensiones. 4) Remitir al distinguido Consejo Superior los productos de la consultoría especializada contratada con la firma PricewaterhouseCoopers para valorar la potencial estructura administrativa necesaria para la Junta Administradora del FJPPJ, con el fin de administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 5) Realizar formal gestión ante el honorable Consejo Superior del Poder Judicial con el fin de que se instaure en la estructura interna de ese Poder de la República conforme a los requerimientos normativos vigentes y se indiquen los canales formales necesarios para que este órgano colegiado traslade al Poder Judicial los costos asociados a la contratación del nuevo personal de referencia, que a criterio de la Junta Administradora del FJPPJ se consideren necesarios contratar. 6) Solicitar al distinguido Consejo Superior que se ordene a las instancias administrativas del Poder Judicial efectuar (a la mayor brevedad posible) los ajustes y alineamientos necesarios para considerar a este órgano como parte del Poder Judicial, satisfaciendo los requerimientos que para una adecuada gestión del FJPPJ sean necesarios de ejecutar, en particular se solicita aclarar la relación de la Auditoria Judicial para la supervisión de la Junta Administradora y del FJPPJ, dado el criterio vinculante emitido. 7) Conformar una comisión especial integrada por el Dr. Juan Carlos Segura Solis Integrante Suplente y el MPM. Oslean Mora Valdez Encargado de Apoyo Administrativo, para la preparación de una solicitud de ampliación del criterio emitido por la Procuraduría General de la República, brindando espacio de una semana al resto de integrantes para la remisión de sus sugerencias. 8) Someter a conocimiento de la Superintendencia de Pensiones el citado dictamen y el detalle de este acuerdo, con el fin de que se considere los tiempos y movimientos necesarios para el alineamiento de los requerimientos ineludibles, situación que podrá influir en el cumplimiento de los plazos en los planes de acción correspondientes. 9) Someter a conocimiento de toda la población afiliada al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el dictamen N°. C-021-2021, como un ejercicio de apertura y transparencia ante el colectivo judicial. Se declara este acuerdo firme.”
 
- 0 –
 
[bookmark: x_m_-6401169953632555203_x__Hlk64550080][bookmark: _Hlk65845327]Se acordó: Tener por recibido el acuerdo adoptado por Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 06-2021 celebrada el 8 de febrero de 2021, artículo III. Se declara acuerdo firme.”
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Se acordó: Tomar nota del oficio N° 1866-2021 de 24 de febrero de 2021 suscrito por la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, en el da por tomado el acuerdo adoptado por Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con relación a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, su relación con el Poder Judicial y el régimen laboral aplicable a sus eventuales colaboradores. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk66261477]ARTÍCULO XXV 
DOCUMENTO N° 409-2021.
Tomando en consideración que la firma Price Waterhouse Coopers realizó la presentación de la conclusión de la segunda etapa, por la elaboración de los productos relacionados con la estructura de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acordó: 1.) Tomar nota de la entrega de los productos por parte de Price Waterhouse Coopers y en consecuencia dar por finalizado los contratos con dicha firma, así como realizar la cancelación del pago por la elaboración de los productos 2.) La Superintendencia de Pensiones debe cumplir con la cláusula de confidencialidad, con el fin de se pueda compartir la información de la firma Price Waterhouse Cooper.
ARTÍCULO XXVI 
DOCUMENTO N° 393-2021.
Mediante oficio N° 078-SC-2021 del 25 febrero 2021, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solicitó a la Superintendencia de Pensiones una prórroga de 15 días para la entrega de los Estados Financieros anuales auditados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debido a que en la firma del contrato con el Despacho Carvajal & Colegiados el plazo establecido  fue de 40 días hábiles una vez iniciada la Auditoría.
En relación con lo anterior, la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones (SUPEN), en oficio N° SP-252-2021 del 26 de febrero de 2021, expresó lo siguiente:
[bookmark: _Hlk65843065]“Esta Superintendencia recibió el oficio N° 078-SC-2021 del 25 Febrero 2021, mediante el cual su representada solicita “prórroga para la entrega de los Estados Financieros anuales auditados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial correspondientes al periodo 2020, conforme al plazo establecido en el contrato firmado con el Despacho Carvajal & Colegiados el cual fue de 40 días hábiles una vez iniciada la Auditoría; misma que se contabiliza hasta el momento en que los Estados Financieros son efectivamente emitidos por la administración”.

En relación con lo planteado en su oficio, el artículo 38 del Reglamento de información financiera establece, que el otorgamiento de prórrogas a los plazos establecidos será excepcional y debe obedecer a un caso fortuito, de fuerza mayor u otras causas fuera de su control. Aspectos que no están debidamente sustentados en el documento remitido a este despacho.

Dado lo anterior, no se concede la prórroga de plazo solicitada, por lo que en atención a lo dispuesto en el artículo 37 del reglamento supra citado y el artículo 2 del acuerdo SP-A-211-2019, deben presentar los estados financieros anuales auditados dentro de los cuarenta días hábiles siguientes al cierre anual, lo cual corresponde al 26 de febrero del presente año.  Caso contrario, el Fondo entraría en incumplimiento normativo.”
-0-
Por unanimidad, se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° SP-252-2021 suscrito por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones (SUPEN) el 26 de febrero de 2021. 2) Comisionar al máster Oslean Mora Valdez, colaborador de la Junta Administradora, para que interponga el respectivo recurso de reconsideración con apelación en subsidio ante la Superintendencia de Pensiones. 3.) Solicitar al Comité de Auditoría para que realice de manera urgente la sesión extraordinaria con el fin de que conozca el informe de estados financieros anuales y remita a conocimiento de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial lo acordado. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc35877711]ARTÍCULO XXVII 
DOCUMENTO N° 394-2021-2021.
En sesión N° 33-2020 celebrada el 12 de octubre del 2020 se tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk54001430]“El licenciado William Villalobos, socio de la División Derecho Público & Regulación Económico, en correo electrónico de 7 de octubre de 2020 dirigido al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, remitió lo siguiente:

“Conforme al requerimiento solicitado, por medio de la presente se procede a atender el mismo en los siguientes términos: 

I. OBJETO DE LA CONSULTA. 

Conforme a la asignación realizado mediante correo electrónico recibido el 28 de setiembre del corriente se nos comunica formalmente: “Contratar Asesoría legal con la finalidad de que analice el tema planteado por el integrante Arnoldo Hernandez Solano, en el sentido de valorar la viabilidad de plantear una acción de constitucionalidad en cuanto a la norma que plantea que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial deba cancelar un 8.75% del monto de la pensión que paga para el financiamiento de las contribuciones al Seguro de Salud.”

 II. ANÁLISIS DE FONDO: En primer lugar, en nuestro país las pensiones contributivas, medularmente se conforman con los aportes -obligatorios- que el trabajador realiza. Este porcentaje, corresponde a una proporción de su salario, para conformar así un fondo de capitalización colectiva. Los aportes supra, a la fecha son administrados por los siguientes regímenes dentro lo que se conoce como Pilar 11: 

1. Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). 

2. Régimen de Capitalización Colectiva del Magisterio Nacional, administrado por la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional (JUPEMA). 

3. Régimen Transitorio de Reparto del Magisterio Nacional, gestionado por JUPEMA, pero con cargo al Presupuesto Nacional. 

4. Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, a cargo de esa entidad. 

5. Régimen de Pensiones y Jubilaciones de Bomberos Permanentes, administrado por el Instituto Nacional de Seguros (INS). 

Los regímenes supra, forman parte del llamado Derecho a la Seguridad Social; al respecto la Sala Constitucional ha señalado que: 

“El artículo 73 de la Constitución Política, interpretado armónicamente con el artículo 50 ídem, consagra el Derecho de la Seguridad Social. Este derecho supone que los poderes públicos mantendrán un régimen público de seguridad social para todos los ciudadanos de manera que garantice la asistencia y brinde las prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad para preservar la salud y la vida. El ámbito subjetivo de aplicación del derecho de la seguridad social incorpora el principio de universalidad, pues se extiende a todos los ciudadanos, con carácter de obligatoriedad. El ámbito objetivo parte del principio de generalidad, en tanto protege situaciones de necesidad, no en la medida en que éstas hayan sido previstas y aseguradas con anterioridad, sino en tanto se produzcan efectivamente. Además, incorpora los principios de suficiencia de la protección, según módulos cuantitativos y cualitativos y de automaticidad protectora, lo que se traduce en la adecuada e inmediata protección en materia de enfermedad, invalidez, vejez y muerte”. Sala Constitucional Voto 8013-04 ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. “…Sobre el derecho a la jubilación. La jubilación constituye la prestación económica que se obtiene luego de laborar y cotizar para un determinado régimen por un plazo establecido, y cuyo fin es garantizar una vida digna a la persona luego de que por razones de edad o invalidez se retira del mercado de trabajo. Este Tribunal ha sostenido, en reiteradas ocasiones, que el derecho a la jubilación es un derecho fundamental, que se deriva del numeral 73 de la Constitución Política, y que se adquiere a partir del momento en que la persona cumple con todos los requisitos establecidos por la legislación correspondiente. De igual forma, se ha reconocido la existencia de distintos regímenes, como el de Capitalización Colectiva, en el que con las contribuciones periódicas de los miembros se crea un fondo común a partir del cual y con sus rendimientos, se hará frente al pago de las jubilaciones de los participantes, o el de Capitalización Individual, en el cual las contribuciones periódicas no provienen de un grupo de personas, sino de un individuo, que por medio de sus aportes al fondo, pretende garantizar el pago de su jubilación cuando cumpla los requisitos para su obtención. El de reparto, por medio del cual con los aportes de los trabajadores activos se pagan las jubilaciones y las pensiones de quienes tienen derecho a estas. Finalmente, se encuentra el régimen de pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, en el que el financiamiento de jubilaciones y pensiones están cargo del presupuesto nacional…” “…El derecho a la jubilación no es un derecho absoluto. Al igual que cualquier otro derecho fundamental, el derecho a la jubilación no es irrestricto, ya que puede ser sometido a determinadas limitaciones, siempre y cuando estas sean establecidas mediante una ley formal, sean razonables y no impidan su ejercicio –no se afecte el contenido esencial-. Así, la Sala ha sostenido que el legislador tiene la potestad de establecer restricciones al derecho a la jubilación, cuando se logre comprobar que existen ciertas situaciones, como desigualdades o privilegios, que ponen en riesgo la sostenibilidad de un régimen, y, por ende, atenten contra la naturaleza del sistema como tal…” Sala Constitucional Voto 019030-18 

Propiamente, para el caso del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial; el mismo, es un fondo de beneficio sustituto del IVM de la CCSS, por lo que es de adscripción obligatoria para todos los empleados del Poder Judicial; régimen que, cubre las contingencias de vejez, invalidez y muerte. Régimen cuya constitucionalidad no se cuestiona en tanto, la propia sala ha reconocido la posibilidad de multiplicidad de regímenes, al respecto señala la Sala Constitucional: “(…) Este Tribunal ha sostenido que lo que se garantiza a nivel constitucional es la obligación de que exista un régimen de pensión, que en principio es el administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, lo cual no impide al legislador establecer regímenes distintos a ese. El artículo 73 de la Constitución Política dispone que se establecen los seguros sociales en beneficio de los trabajadores manuales e intelectuales, regulados por el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que determine la ley. Claro está, que en la modificación de los regímenes de pensiones, se encuentra inmerso el tema de los derechos adquiridos y la imposibilidad de aplicar en forma retroactiva la ley en contra de éstos (…)” Sala Constitucional Voto 3551-14 

Así, en línea de lo supra, el numeral 73 Constitucional establece el Derecho al Aseguramiento el cual impone una prestación asistencial del Estado a través de la CCCSS a partir de los siguientes seguros: Enfermedad, Invalidez, Maternidad, Vejez, Muerte. Recordándose que, -justamente- la sostenibilidad del Derecho al Aseguramiento gravita en función de un aporte tripartito: aporte patronal, aporte del trabajador y aporte del Estado (ver resolución Sala Constitucional7393-98).

 Aportes que, responden al Principio de Solidaridad propio de la Seguridad Social desarrollado por la jurisprudencia constitucional: “Las regulaciones contenidas en los artículos 63, 73 y 74 de la Constitución Política, en relación con la seguridad social, constituyen mínimos y no máximos, por lo que el legislador en uso de su libertad de configuración, puede desarrollar esos preceptos e incluso ampliarlos, a efecto de hacerlos extensivos a otros sectores de la población, por lo que no corresponde a este Tribunal ejercer un control sobre dicha discrecionalidad; únicamente, en aquellos casos en los que se excede esa potestad en perjuicio directo de los derechos fundamentales de las personas es que esta Sala puede, válidamente, conocer y pronunciarse al respecto. Sin embargo, este no es el caso, pues contrario a lo que afirma el accionante, el artículo 73 de la Constitución Política, crea los seguros sociales a cargo de la Caja Costarricense de Seguro Social en beneficio de los trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine. Por su parte, el artículo 74 constitucional, contiene los principios de justicia social y solidaridad social. (…) El segundo principio, el de solidaridad social, consiste en el deber de las colectividades de asistir a los miembros del grupo frente a contingencias que los colocan en una posición más vulnerable, como la vejez, la enfermedad, la pobreza y las discapacidades”. Sala Constitucional Voto 10892-11 

De ahí que, no se cuestione la condición de “asegurado directo” de la que gozan los jubilados del Poder Judicial al tenor del artículo 10 del Reglamento del Seguro de Salud en concordancia con el artículo 4 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social; y por ende, la corresponsabilidad que conlleva el aporte del 5% respecto del monto de la pensión. 

Ahora bien; surge la disyuntiva de si el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial debe o no de realizar el aporte del 8,75% del monto de la pensión que paga en su condición -aparente- de patrono. Al respecto; huelga advertir que, el propio Reglamento del Seguro de Salud reza en el artículo 10 relativo a definiciones que patrono es: “PATRONO: Persona física o jurídica, particular o de derecho público, que emplea los servicios de otra u otras en virtud de un contrato de trabajo o de un estatuto de servicio o de empleo público”. 

En nuestro criterio, y de una lectura del artículo 62 del Reglamento del Seguro de Salud las contribuciones tanto para lo que el reglamento define “sector asalariado” como “sector pensionados” responde al diseño constitucional del numeral 73 Constitucional referido al aporte tripartito; nótese que, particularmente en el caso del sector pensionados no se utiliza la expresión patrono -en tanto- es claro que no existe una relación patronal propia del área típica de la relación de empleo; sino que, el reglamento refiere al aporte que hace el fondo que paga la pensión. 

Por su parte; surge la disyuntiva a lo interno si tal condición debiese responder a una estipulación a nivel de Ley Ordinaria y no vía reglamentaria. Sobre el particular con ocasión de una acción de inconstitucionalidad respecto de las potestades de cobro de la CCSS; la Sala analizó precisamente las potestades para reglamentar el seguro de salud, al respecto: “La naturaleza jurídica de las contribuciones que pagan los patronos y trabajadores a la Caja Costarricense de Seguro Social, dista sustancialmente de la del tributo. El derecho a la seguridad social, tutelado en los artículos 73 de la Constitución Política, 11 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 9 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, garantiza a todos los ciudadanos que el Estado, por medio de la Caja Costarricense de Seguro Social, les otorgará al menos los servicios indispensables en caso de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez y muerte. Este régimen de seguridad social se financia en forma tripartita, mediante la contribución forzosa de los patronos, los trabajadores y el Estado. Por lo tanto, la contribución es una obligación esencial para la existencia del régimen de seguridad social, y su finalidad es el fortalecimiento del fondo, para protección y beneficio de los propios contribuyentes. Al no constituir un tributo, en sentido técnico jurídico, la fijación que hace la Caja Costarricense de Seguro Social de las cuotas patronales y de los trabajadores, no transgrede el principio de reserva de ley previsto en materia tributaria, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11 y 123 inciso 13) de la Constitución Política, ni tampoco el principio de no confiscatoriedad. Sala Constitucional Voto 9190 - 2019 

De importancia particular, el voto infra en el que la Sala no sólo analiza la no sujeción al principio de reserva de ley; sino que, en su análisis remite al control de legalidad a efectos de someter a un examen la razonabilidad técnica del ejercicio de la potestad reglamentaria. Al respecto, en sentencia número 3819-94 de las dieciséis horas cuarenta y cinco minutos del veintisiete de julio de mil novecientos noventa y cuatro la Sala expresó: "Como ya se indicó los aportes de los trabajadores, empleadores o patronos y el Estado a un régimen de pensiones o jubilaciones no es de naturaleza tributaria, la norma no resulta inconstitucional. En materia de su competencia el legislador puede establecer dentro de un marco de referencia, el límite máximo de los aportes con los que deba contribuir cada una de las partes involucradas y encomendar a un órgano definido por él mismo, la adecuada administración de los recursos, con base en estudios técnicos objetivos, cual ocurre en el proyecto consultado... La razonabilidad de la aplicación de las aportaciones, como resulta del ejercicio de la discrecionalidad técnica de la administración, queda en todo caso, sujeta al control de legalidad por parte del Juez, quien deberá verificar en cada oportunidad, que se cumplan los presupuestos contemplados en la disposición. No siendo reserva de ley la aplicación de los límites de las cuotas que deban pagar los servidores activos, no encuentra esta Sala ninguna violación a los textos constitucionales... El pago de la cuota o contribución, según sea el caso, no es un tributo, como quedó dicho en párrafos anteriores, sino el pago de una obligación legal, que es condición esencial para la existencia misma del régimen, creada precisamente, en beneficio de los mismos contribuyentes...El régimen de seguridad social protege y beneficia a los propios contribuyentes. Se nutre de las contribuciones obligatorias que la ley establece. Así que, para su existencia misma, la contribución resulta una obligación esencial, pues su finalidad es el fortalecimiento del fondo que le da sustento al régimen. La ratio Legis de la norma, referida a la obligatoriedad de la contribución al fondo del régimen de seguridad social, resulta adecuada al principio de justicia social que nuestra Constitución establece. Entonces, al no constituir un tributo, en sentido técnico jurídico, la fijación que hace la Caja Costarricense de Seguro Social de las cuotas patronales y de los trabajadores, no puede aplicársele los argumentos y alegatos, como si lo fuera. Consideraciones que determinan el rechazo del principal reproche del accionante. Siendo posible, por demás, un control de legalidad –como así se indica en el precedente parcialmente transcrito-, a fin de fiscalizar su sustento técnico y, en general, su adecuación sustancial con el ordenamiento jurídico. Sala Constitucional Voto 3819-94 

“no corresponde a esta Jurisdicción Constitucional revisar la pertinencia de las decisiones tomadas por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), relacionadas con las cuotas del seguro de invalidez, vejez y muerte; que las decisiones de la Junta Directiva de la CCSS relacionadas con las cuotas para el seguro de invalidez, vejez y muerte, caben dentro de sus competencias; que las afirmaciones del recurrente en cuanto a disminución de su calidad de vida y desproporción, son genéricas y sin sustento probatorio alguno; y que el acuerdo impugnado ha estado sustentado en estudios técnicos, y fue precedido de una consulta pública; no se observa en este caso violación alguna de derechos fundamentales”. Sala Constitucional Voto 10414-17 

“…es claro que la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social tiene la potestad suficiente que se deriva de la autonomía administrativa y de gobierno para emitir la normativa regulatoria de los seguros sociales, lo que implica el poder de establecer requisitos y otros condicionantes atinentes al otorgamiento, disfrute y condiciones a una pensión. Por otra parte, también ha declarado esta Sala que no se requiere de una ley para tales regulaciones, por cuanto es claro que la misma Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social había regulado este derecho fundamental, delegación que recibe del artículo 73 de la Constitución Política” Sala Constitucional Voto 9149-12

Con base y sustento en el análisis supra, en nuestro criterio plantear una acción de inconstitucionalidad -aunque si bien- estaríamos dentro de los supuestos de procedencia que prevé la Ley de la Jurisdicción Constitucional tratándose de una norma de alcance general -reglamento- lo cierto es, que existe un grado alto de probabilidad de que la misma sea rechazada de plano; virtud a los precedentes supra en donde la Sala Constitucional estime que el tema de fondo obedece a un asunto de legalidad ordinaria y no de constitucionalidad. 

Por lo que, si considerasen desistir de la interposición de la Acción; lo pertinente sería, analizar el tema en cuestión a la luz de los elementos constitutivos del acto administrativo y demás principios del Derecho Administrativo, con el fin de valorar una eventual teoría del caso que nos permita definir la pertinencia o no acudir a la sede Contencioso de lo Administrativo a efectos de alegar la nulidad de dicha disposición reglamentaria. Dejando así rendido nuestro criterio legal y quedamos atentos a cualquier adición o aclaración que se requiera. -”

- 0 - 

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendido el criterio jurídico presentado con correo electrónico de fecha 7 de octubre de 2020, por el asesor legal externo contratado por esta Junta Administradora, licenciado William Villalobos G, socio de la División Derecho Público & Regulación Económico, acordado por esta Junta Administradora en sesión N° 31-2020 celebrada el 21 de setiembre de 2020, respecto a la inviabilidad de plantear una acción de constitucionalidad en cuanto a la norma en donde indica que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial deba cancelar un 8.75% del monto de la pensión que paga para el financiamiento de las contribuciones al Seguro de Salud. 2.) En cuanto a la posibilidad de acudir a la sede contenciosa administrativa, es criterio de esta Junta Administradora, que se debe agotar la vía administrativa con la Junta Directiva de la entidad, a efectos de contar con el criterio de esa Institución, para determinar cómo proceder. 3.) Delegar MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de esta Junta, la elaboración del escrito en donde se plantee la gestión ante la citada Junta Directiva.”

-0-
Expuesto lo anterior, el licenciado Arnoldo Hernández Solano realiza la consulta al máster Oslean Mora Valdez sobre la consulta a la Caja Costarricense del Seguro Social en cuanto a la norma que plantea que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial deba cancelar un 8.75% del monto de la pensión que paga para el financiamiento de las contribuciones al Seguro de Salud.

El máster Oslean Mora Valdez indicó que se realizó la consulta a la Junta Administradora de la Caja Costarricense del Seguro Social por medio del oficio N°908-2020, en respuesta se le indicó que la consulta fue dirigida a la Dirección de Pensiones y Actuarial, no se indicó un tiempo de respuesta, sin embargo, remitieron un número de referencia (393739) para continuar con el seguimiento.
[image: ]
- 0 -
Se acordó: Tomar nota de las manifestaciones del licenciado Arnoldo Hernández Solano y el máster Oslean Mora Valdez, en referencia al seguimiento del oficio N° 908-2020, relacionado con la consulta a la Caja Costarricense del Seguro Social en cuanto a la norma que plantea que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial deba cancelar un 8.75% del monto de la pensión que paga para el financiamiento de las contribuciones al Seguro de Salud. Se declara acuerdo firme.
-o0o-
A las 12:15 horas terminó la sesión.



Lic. Arnoldo Hernández Solano                      Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Presidente Junta Administradora                   Secretaria  Junta Administradora 
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          CORPORACIÓN MUNICIPAL DE ALAJUELA 


SUBPROCESO SECRETARÍA DEL CONCEJO MUNICIPAL 


TEL.2441-59-04 
                    NOTIFICACIONES AL FAX: 2431-16-85 


 


1 | P á g i n a  
 


NOTIFICACIÓN: PERÍODO BOJORGES & GUTIÉRREZ 


 


El presente documento fue entregado portador (a) 


________________________________________ cédula de identidad 


Nº___________, a las_____ horas con_____ minutos del ____ febrero del 2021. 


Recibido conforme por el interesado: __________________________(firma). 
Notificador (a) : ____________________________________. 


 


Oficio MA-SCM-262-2021 


Jueves 11 de febrero del 2021 


 
MBA. Andrea Valerín Arroyo 
Jefa  


Subproceso de Egresos 


Corte Suprema de Justicia, Poder 


Judicial 
Correo electrónico: depto-fico@poder-


judicial.go.cr 


 


MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa  


 
 


MBA. Miguel Ovares Chavarría 


Jefe  


Macroproceso Financiero Contable 
Corte Suprema de Justicia, Poder 


Judicial 


Correo electrónico: depto-fico@poder-


judicial.go.cr


Proceso de Tesorería 


Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial 


Correo electrónico: depto-fico@poder-judicial.go.cr 


 


Les remito como respuesta al oficio Nº 151-TE-2021 con fecha 08 de febrero del 


2021 de la Dirección Ejecutiva Macroproceso Financiero Contable de la Corte 


Suprema de Justicia, Poder Judicial, la certificación Nº DRCM-044-2021 en donde 


se brinda la información solicitada, referente a la señora Ana Patricia Guillén 


Campos.  


 


Atentamente, 


 


 


 


  Licda. María del Pilar Muñoz Alvarado 


Coordinadora 


Subproceso Secretaría del Concejo Municipal 
 


 


CMHR 
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 LICDA. MARÍA DEL PILAR MUÑOZ ALVARADO 


        SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL  


MUNICIPALIDAD DEL CANTÓN CENTRAL DE LA PROVINCIA DE 


ALAJUELA  
En uso de la potestad certificadora que me confiere el Artículo 65 de la Ley General 


de la Administración Pública y el Artículo 53 del Código Municipal 


 


     CERTIFICO  
 


     QUE: 
 


 


DRCM-044-2021 


 


Consultados los archivos que al efecto lleva el Subproceso de Secretaría del Concejo 


Municipal, hace constar que la señora ANA PATRICIA GUILLÉN CAMPOS, cédula 


de identidad 204060984, fue electa Regidora Propietaria, representando el partido 


Despertar Alajuelense, según Resolución N° 1496-E11-2020. TRIBUNAL SUPREMO 


DE ELECCIONES. San José, a las catorce horas y cuarenta minutos del veintisiete de 


febrero de dos mil veinte. “Declaratoria de elección de regidurías de las 
municipalidades de los cantones de la provincia de Alajuela, para el período 


comprendido entre el primero de mayo de dos mil veinte y el treinta de abril de dos 


mil veinticuatro”. -------------------------------------------------------------------------- 


--------------------------------------------------------------------------------------------- 


Y como regidora propietaria recibe el pago de dietas, según lo establecido en el 


artículo 30 del Código Municipal, se detalla:--------------------------------------------- 
--------------------------------------------------------------------------------------------- 


1-Cuadro montos si se realizan seis sesiones en el mes:-------------------------  


DETALLE VALOR 


BRUTO RENTA 


NETO 


6 15% 


REGIDOR 


PROPIETARIO               ¢268 276,87     ¢1 609 661,22     ¢241 449,18     ¢1 368 212,04  


--------------------------------------------------------------------------------------------- 


2-Cuadro montos si se realizan siete sesiones en el mes:-----------------------  


DETALLE VALOR 


BRUTO RENTA 


NETO 


7 15% 


REGIDOR 


PROPIETARIO               ¢268 276,87     ¢1 877 938,09     ¢281 690,71     ¢1 596 247,38  


 


 
 


 


 


 







 LICDA. MARÍA DEL PILAR MUÑOZ ALVARADO 


        SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL  


MUNICIPALIDAD DEL CANTÓN CENTRAL DE LA PROVINCIA DE 


ALAJUELA  
En uso de la potestad certificadora que me confiere el Artículo 65 de la Ley General 


de la Administración Pública y el Artículo 53 del Código Municipal 


 


     CERTIFICO  
 


     QUE: 
 


 


-2- 


 
 


La suscrita fedataria Administrativa da fe de la documentación aportada.---


---------------------------------------------------------------------------------------- 


Lo omitido en la presente certificación no modifica, altera, condiciona, 


restringe, ni desvirtúa lo transcrito.----------------------------------------------- 
 


ES CONFORME: Expido la presente 


certificación a los once días del mes de 


febrero del dos mil veintiuno. A solicitud de 


la Dirección Ejecutiva Macroproceso 


Financiero Contable de la Corte Suprema de 


Justicia, Poder Judicial. EXENTO DEL PAGO 
DE TODO TRIBUTO POR EL ARTÍCULO 


OCHO DEL CÓDIGO MUNICIPAL 


VIGENTE Y EL ARTÍCULO DOS, INCISO 


L) de la Ley siete mil doscientos noventa y 


tres, del tres de abril de mil novecientos 


noventa y dos.-------------------------------- 
 


 


 


                         


 


 


  
                  Aut. ___________________ 
 
 


 
CMHR  
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		MARIA DEL PILAR MUÑOZ ALVARADO (FIRMA)
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Ingrese aquí el SP-A-

Página 2



Ingrese aquí el SP-A-



Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas y XXX minutos del día XXX de febrero de 2021.



CONSIDERANDO:



1) El Artículo 33 de la ley N°7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone que la Superintendencia de Pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de dicha ley.



2) De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la norma antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).



3) El inciso r) del artículo citado establece, además, como una de las atribuciones del Superintendente, exigir a los entes supervisados, “…el suministro de la información necesaria para los afiliados y dictar normas específicas sobre el contenido, la forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a la Superintendencia, al afiliado y al público, información sobre su situación jurídica, económica y financiera, sobre las características y los costos de sus servicios, las operaciones activas y pasivas y cualquier otra información que considere de importancia; todo con el fin de que exista información suficiente y confiable sobre la situación de las entidades supervisadas.”. Correlativamente, el artículo 42, inciso g) de la Ley de Protección al Trabajador, establece que constituye una obligación de las entidades autorizadas suministrar a la Superintendencia de Pensiones la información que esta requiera, dentro del plazo y condiciones dispuestos al efecto.



4) Las normas que regulan el suministro de información periódica por parte de las entidades constituyen un insumo indispensable para que la SUPEN pueda ejercer las funciones de supervisión y fiscalización sobre las entidades supervisadas y los fondos que estas últimas administran.



5) El artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos establece que las entidades reguladas pueden utilizar, para el manejo de la liquidez de los fondos administrados, instrumentos que cumplan con las condiciones establecidas en las normas contables para que se cataloguen como equivalentes de efectivo.



6) Un manejo de liquidez eficiente fortalece la capacidad de las entidades supervisadas para hacer frente a sus obligaciones en el corto, mediano y largo plazo, con los beneficios subsecuentes que también generan en el sistema financiero costarricense.



7) Las normas y estándares internacionales procuran que las entidades supervisadas lleven a cabo una administración óptima de su liquidez que les permita disponer de los recursos necesarios para cumplir a tiempo y sin ninguna limitación con el pago de sus obligaciones evitándose, a la vez, que mantengan recursos en exceso que puedan afectar la rentabilidad global de los activos administrados.



8) El suministro de información establecido por la Superintendencia, aplicado actualmente por las entidades supervisadas y reguladas, no considera la carga de instrumentos para manejo de liquidez definidos en el artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos. Por lo tanto, resulta necesario implementar un módulo para la carga de información de este tipo de instrumentos.







POR TANTO:



Primero.  Incorporar un nuevo “Capítulo IV. Manejo de Liquidez”, en el “Manual de información para las entidades supervisadas”, corriéndose el actual Capítulo IV para que sea numerado como Capítulo V, y así sucesivamente con los subsiguientes capítulos, al igual que la numeración del articulado, para que, se lea de la siguiente forma:



“Capítulo IV. Manejo de Liquidez



Las entidades supervisadas reportarán a la Superintendencia de Pensiones un archivo con el detalle de la totalidad de los instrumentos para manejo de liquidez que, al cierre del mes, mantenga para uso exclusivo de la gestión de liquidez de los fondos. Además, deberá enviar otro archivo con todos los movimientos realizados durante el mes relativos a la gestión de liquidez, es decir, las compras y las ventas anticipadas que se realicen diariamente, excluyendo los referidos a las cuentas bancarias activas, sean cuentas corrientes, electrónicas o de ahorro.



4.1. Instrucciones Generales

Los instrumentos para el manejo de la liquidez del fondo deben cumplir con la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, así como el marco interno que cada una de las entidades supervisadas mantiene vigente.



Los instrumentos que se deben reportar en los archivos de manejo de liquidez (RL) y movimientos de manejo de liquidez (ML) son los definidos en el artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos.



4.2. Definición de los datos y validaciones de los archivos



4.2.1. Nombre del archivo de datos



El nombre de los archivos debe cumplir con lo requerido en el apartado “2. Estructura del nombre de los archivos” del capítulo I de este manual.



4.2.2. Periodicidad de los datos



Las entidades supervisadas deberán remitir los archivos al cierre de cada mes, dentro del plazo establecido mediante acuerdo del Superintendente, acorde con lo estipulado en el Reglamento de Información Financiera. La Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.



4.2.3. Estructura de registros



4.2.3.1 Archivo de manejo de liquidez



		CAMPO

		TIPO



		ABR_ENT

		VARCHAR2(15)



		COD_FON

		NUMBER(2)



		FEC_DAT

		DATE



		COD_REF

		VARCHAR2(12)



		TIP_PROD

		VARCHAR2(2)



		COD_EMI

		VARCHAR2(30)



		MONTO

		NUMBER(16,2)



		COD_MON

		NUMBER(1)



		TASA

		NUMBER(2,2)



		FEC_ADQ

		DATE



		FEC_VEN

		DATE



		COD_ID

		VARCHAR2(20) 



		ID_GTIA

		VARCHAR2(20)



		MON_GTIA

		NUMBER(16,2)







Las descripciones de los campos se encuentran en la Tabla 4.1 de los anexos del Manual de Información ubicados en el portal VES.



4.2.3.2 Archivo de movimientos



		CAMPO

		TIPO



		ABR_ENT

		VARCHAR2(15)



		COD_FON

		NUMBER(2)



		FEC_DAT

		DATE



		TIP_OPER

		VARCHAR2(1)



		COD_REF

		VARCHAR2(12)



		TIP_PROD

		VARCHAR2(2)



		COD_EMI

		VARCHAR2(30)



		MONTO

		NUMBER(16,2)



		COD_MON

		NUMBER(1)



		TASA

		NUMBER(2,2)



		FEC_ADQ

		DATE



		FEC_VEN

		DATE



		COD_ID

		VARCHAR2(20) 



		FEC_VENTA

		DATE







Las descripciones de los campos se encuentran en la Tabla 4.1 de los anexos del Manual de Información ubicados en el portal VES.



4.2.4. Aspectos que deben ser considerados en la carga de los archivos. 

Código de Referencia (COD_REF):



El campo código de referencia es un identificador único para cada operación. (véase anexo 4 tabla 4.1).



Campos nulos: 

En el proceso de validación se verificará que los registros no presenten campos nulos (VAL-3290).



Instrumentos en moneda extranjera:

Para los fondos denominados en colones, los instrumentos financieros que se adquieran y sean expresados en moneda extranjera, deben reportarse en la moneda extranjera.  



Segundo.  Incorporar los siguientes ajustes en el “Manual de información para las entidades supervisadas y fondos administrados”:



i. Agregar una aclaración en el “Capítulo III. Inversiones, Operaciones de Cobertura y Compras-Ventas” para indicar que los instrumentos que se deben reportar en los archivos de inversiones (RI) y compras ventas (CV) son los definidos en el artículo 17 del Reglamento de Gestión de Activos (RGA):



[…]



3.1. Instrucciones Generales

Las inversiones y operaciones de cobertura realizadas por las entidades supervisadas deberán cumplir con la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.



Todas las inversiones y operaciones de cobertura de los fondos administrados deberán valorarse conforme la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.



Los instrumentos que se deben reportar en los archivos de inversiones (RI) y compras ventas (CV) son los definidos en el artículo 17 del Reglamento de Gestión de Activos.



Las operaciones de cobertura que se deben reportar en el archivo de operaciones de cobertura (OD) son los definidos en Capítulo VII del Reglamento de Gestión de Activos.

[…]”



Tercero. Se agrega un anexo en el documento, publicado en el VES, con las descripciones de los campos de las Tablas 4.1, 4.2, 4.3, 4.4 y 4.5, para que, se lea de la siguiente forma:



“ANEXO 4.  Archivos de manejo de liquidez y movimientos 



Tablas 4.1 y 4.2 Descripción de campos y validaciones del archivo de manejo de liquidez y movimientos de manejo de liquidez







Tabla 4.3 Descripción de los campos Tipo de Operación

		Código

		Descripción



		C

		Se reporta con “C” cuando se adquiere un instrumento para el manejo de liquidez



		V

		Se reporta con “V” cuando presenta una venta anticipada de un instrumento para el manejo de liquidez







Tabla 4.4 Tipos de productos

		Código

		Producto



		CB

		Cuentas bancarias



		IV

		Instrumentos a la vista



		CP

		Instrumentos de muy corto plazo 







Tabla 4.5 Descripción de los campos Moneda

		Código

		Descripción



		1

		Colones



		2

		Dólares



		3

		Euros



		4

		Otras[footnoteRef:1] [1:  Según lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de Gestión de Activos.] 










Cuarto. Incorporar las siguientes modificaciones al documento Tablas y validaciones del Manual de Información Consolidado de las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados, publicado en el VES:



i. Agregar los códigos de los reportes de manejo de liquidez en la “Tabla 1.3 Codificación de reportes”



Tabla 1.3 Codificación de reportes

		Código

		Reporte



		RL

		Reporte manejo de liquidez



		ML

		Reporte movimientos manejo de liquidez







ii. Agregar las tablas de validaciones de los reportes de manejo de liquidez y movimientos en el “ANEXO 5. Validaciones y mensajes de error”



Tabla 5.5. Validaciones y mensajes de error para el archivo de manejo de liquidez de los Fondos



		Código

		Mensaje de error

		Validación



		1001

		ABR_ENT no válido.

		El valor del campo ABR_ENT debe existir en la Tabla 1.1 del ANEXO 1 de este documento.



		1002

		COD_FON no válido

		El valor del campo COD_FON debe existir en la Tabla 1.2 del ANEXO 1 de este documento.  



		1003

		COD_FON no autorizado para esa entidad.

		El valor del campo COD_FON deben corresponde a fondos autorizados por la SUPEN para esa entidad. 



		1004

		FEC_DAT fuera de rango o nulo

		El valor del campo FEC_DAT no debe ser nulo, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”, debe ser mayor o igual que 1997-01-01 y menor o igual que la fecha del reporte.



		1018

		COD_MON no válido

		COD_MON no válido



		3045

		COD_REF no coincide con mes anterior.

		El valor del campo COD_REF para cada inversión debe ser igual al reportado en el informe del mes anterior.

Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.  



		3046

		COD_REF se repite en el reporte.

		El valor del campo COD_REF no debe repetirse en el reporte.



		3290

		Campos nulos



		Los registros no deben presentar campos nulos.



		XXXX

		Tipos de producto (TIP_PROD)

		El valor del campo COD_PROD debe existir en la Tabla 4.4 del ANEXO 4 de este Manual.







Tabla 5.6. Validaciones y mensajes de error para el archivo de movimientos ML



		Código

		Mensaje de error

		Validación



		1001

		ABR_ENT no válido.

		El valor del campo ABR_ENT debe existir en la Tabla 1.1 del ANEXO 1 de este documento.



		1002

		COD_FON no válido

		El valor del campo COD_FON debe existir en la Tabla 1.2 del ANEXO 1 de este documento.  



		1003

		COD_FON no autorizado para esa entidad.

		El valor del campo COD_FON deben corresponde a fondos autorizados por la SUPEN para esa entidad. 



		1004

		FEC_DAT fuera de rango o nulo

		El valor del campo FEC_DAT no debe ser nulo, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”, debe ser mayor o igual que 1997-01-01 y menor o igual que la fecha del reporte.



		1018

		COD_MON no válido

		COD_MON no válido



		3045

		COD_REF no coincide con mes anterior.

		El valor del campo COD_REF para cada inversión debe ser igual al reportado en el informe del mes anterior.

Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.  



		3290

		Campos nulos

		Los registros no deben presentar campos nulos.



		8018

		TIP_OPER no válido

		El valor del campo TIP_OPER debe ser C o V. Según corresponda a C=compra y V=venta. 

El valor del campo TIP_OPER debe existir en la Tabla 4.3 del ANEXO 4 de este Manual.



		8019

		FEC_VENTA no válido

		El valor del campo FEC_VENTA no debe ser nulo cuando TIP_OPER=V, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”.



		XXXX

		Tipos de producto (TIP_PROD)

		El valor del campo TIP_PROD debe existir en la Tabla 4.4 del ANEXO 4 de este Manual.







Quinto: Incluir en la tabla la periodicidad, el plazo y el medio de envío de los archivos de manejo de liquidez, en el artículo 2 del “SP-A-211-2019 Confección, envío y publicación de la información requerida a las entidades supervisadas”:





		Información 

		Periodicidad 

		Plazo de entrega 

		Medio 



		Reporte de manejo de liquidez (según lo establecido en el Manual de información) 

		Mensual. Sin embargo, la Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.

		A más tardar el día y medio hábil siguiente a la fecha de corte para los Regímenes de Capitalización Individual (RCI) y los 5 primeros días hábiles del mes siguiente para los Regímenes de Capitalización Colectiva (RC). 

		Servicio de transferencia de información de la VES 



		Reporte de movimientos de manejo de liquidez

		Mensual. Sin embargo, la Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.

		A más tardar el día y medio hábil siguiente a la fecha de corte para los Regímenes de Capitalización Individual (RCI) y los 5 primeros días hábiles del mes siguiente para los Regímenes de Capitalización Colectiva (RC). 

		Servicio de transferencia de información de la VES









Sexto: Se renumera, en lo conducente, el articulado del Manual de información para las entidades supervisadas y fondos administrados y en las Tablas y validaciones publicado en el VES.



Rige a partir de la carga de información del mes de junio de 2021.



Comuníquese.



[image: ]

Rocío Aguilar M.

Superintendente de Pensiones





Aprobado por PRF



Teléfonos 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr



Teléfonos 2243-4446 / 2243-4445	             Fax 2243-4444            supen@supen.fi.cr
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Tablas ML.xlsx




Tablas ML.xlsx

Tabla 4.1 RL


			Tabla 4.1 Descripción de campos y validaciones del archivo manejo liquidez





			CAMPO			DESCRIPCIÓN			VAL


			ABR_ENT			Abreviatura asignada por la SUPEN a cada una de las entidades supervisadas según el listado incluido en la Tabla 1.1. de este manual.			1001


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_FON			Código correspondiente al fondo administrado según se muestra la Tabla 1.2. de este documento.			1002


						El código de fondo debe corresponder a uno de los códigos reportados para cada entidad autorizada.			1003


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			FEC_DAT			Fecha a la cual corresponde la información remitida, la cual debe presentarse con el formato “aaaa-mm-dd”.			1004


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_REF			Código de referencia: identifica como único cada instrumento reportado por el Fondo, esto implica que todas las operaciones de liquidez realizadas deberán contar con este código.  El mismo está compuesto por el código de la Entidad asignado por la SUPEN (véase ANEXO 1, Tabla 1.1) más un número consecutivo de nueve (9) dígitos asignado por la Entidad.


						Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.			3045


						No deben existir códigos de referencia duplicados.			3046


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TIP_PROD			Código correspondiente al tipo de producto según se muestra la Tabla 4.4. de este documento.			Nueva


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_EMI			Corresponde al nombre de la entidad en la que se adquirió el producto o instrumento que se reporta con saldo. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el emisor de la cuenta.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			MONTO			Cuantía monetaria que se mantiene al cierre del mes en cada uno de los instrumentos. En el caso de valores, corresponde al valor facial. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el saldo registrado contablemente a la fecha del corte del archivo


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_MON			Código de moneda: indica la moneda en la cual está emitido el instrumento reportado.  Véanse los códigos correspondientes en el ANEXO 3, Tabla 4.5. de este documento.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TASA			Tasa de interés bruta asignada por el emisor de la operación vigente. Campo no obligatorio para el caso las participaciones mercado de dinero. Puede ser cero para el caso de las cuentas bancarias.


			FEC_ADQ			Fecha en que fue emitido el instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias.


			FEC_VEN			Fecha de vencimiento del instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias y las participaciones mercado de dinero.


			COD_ID			Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al IBAN en el caso de las cuentas bancarias, ISIN para valores estandarizados y al ID asignado por la bolsa para las participaciones mercado de dinero u otros instrumentos no estandarizados.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			ID_GTIA			Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al ISIN para valores estandarizados y al identificador único del instrumento. Para los instrumentos que no tienen garantía el valor puede ser nulo.


			MON_GTIA			Monto facial del subyacente entregado como garantía en las operaciones de reporto o reporto tripartito. Para los instrumentos que no tienen garantía el valor puede ser cero.












































Tabla 4.2 RM


			Tabla 4.2 Descripción de campos y validaciones del archivo de movimientos de manejo de liquidez





			CAMPO			DESCRIPCIÓN			VAL


			ABR_ENT			Abreviatura asignada por la SUPEN a cada una de las entidades supervisadas según el listado incluido en la Tabla 1.1. de este manual.			1001


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_FON			Código correspondiente al fondo administrado según se muestra la Tabla 1.2. de este documento.			1002


						El código de fondo debe corresponder a uno de los códigos reportados para cada entidad autorizada.			1003


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			FEC_DAT			Fecha a la cual corresponde la información remitida, la cual debe presentarse con el formato “aaaa-mm-dd”.			1004


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TIP_ OPER			Se debe indicar "C" cuando se reporta la compra y "V" cuando se reporta una salida anticipada de una operación para manejo de liquidez.			8018


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_REF			Código de referencia: identifica como único cada instrumento reportado por el Fondo, esto implica que todas las operaciones de liquidez realizadas deberán contar con este código.  El mismo está compuesto por el código de la Entidad asignado por la SUPEN (véase ANEXO 1, Tabla 1.1) más un número consecutivo de nueve (9) dígitos asignado por la Entidad.


						Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.			3045


						No deben existir códigos de referencia duplicados.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.


			TIP_PROD			Código correspondiente al tipo de producto según se muestra la Tabla 4.4. de este documento.			Nueva


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_EMI			Corresponde al nombre de la entidad en la que se adquirió el producto o instrumento que se reporta con saldo. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el emisor de la cuenta.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			MONTO			Cuantía monetaria que se mantiene al cierre del mes en cada uno de los instrumentos. En el caso de valores, corresponde al valor facial. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el saldo registrado contablemente a la fecha del corte del archivo


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_MON			Código de moneda: indica la moneda en la cual está emitido el instrumento reportado.  Véanse los códigos correspondientes en el ANEXO 3, Tabla 4.5. de este documento.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TASA			Tasa de interés bruta asignada por el emisor de la operación vigente. Campo no obligatorio para el caso las participaciones mercado de dinero. Puede ser cero para el caso de las cuentas bancarias.


			FEC_ADQ			Fecha en que fue emitido el instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias.


			FEC_VEN			Fecha de vencimiento del instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias y las participaciones mercado de dinero.


			COD_ID			Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al IBAN en el caso de las cuentas bancarias, ISIN para valores estandarizados y al ID asignado por la bolsa para las participaciones mercado de dinero u otros instrumentos no estandarizados.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			FEC_VENTA			Fecha con formato "aaaa-mm-dd", en el caso de operaciones de venta se refiere a la fecha en que se vende la posición. Para las operaciones de compra este campo debe reportarse nulo.			8019
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Ingrese aquí el SP-A-

Página 2





Ingrese aquí el SP-A-



Superintendencia de Pensiones, al ser las XXX horas y XXX minutos del día XXX de XXX de 202X.



CONSIDERANDO:



1) El Artículo 33 de la ley N°7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone que la Superintendencia de Pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de esta Ley.



2) De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la norma antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).



3) El inciso r) del artículo citado establece, además, como una de las atribuciones del Superintendente, exigir a los entes supervisados, “…el suministro de la información necesaria para los afiliados y dictar normas específicas sobre el contenido, la forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a la Superintendencia, al afiliado y al público, información sobre su situación jurídica, económica y financiera, sobre las características y los costos de sus servicios, las operaciones activas y pasivas y cualquier otra información que considere de importancia; todo con el fin de que exista información suficiente y confiable sobre la situación de las entidades supervisadas.”. Correlativamente, el artículo 42, inciso g) de la Ley de Protección al Trabajador, establece que constituye una obligación de las entidades autorizadas suministrar a la Superintendencia de Pensiones la información que esta requiera, dentro del plazo y condiciones dispuestos al efecto.

 

4) Las normas que regulan el suministro de información periódica por parte de las entidades constituyen un insumo indispensable para que la SUPEN pueda ejercer las funciones de supervisión y fiscalización sobre las entidades supervisadas y los fondos que estas últimas administran.





5) El suministro de información establecido por la Superintendencia y aplicado actualmente por las entidades supervisadas y reguladas, no considera la carga de instrumentos para manejo de liquidez definidos en el artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos. Por lo tanto, resulta necesario implementar un módulo para la carga de información de este tipo de instrumentos.





POR TANTO:



Primero.  Incorporar el “Capítulo IV. Manejo de Liquidez” en el Manual de Información Consolidado “Manual de información para las entidades supervisadas y fondos administrados”, para que, se lea de la siguiente forma:



Capítulo IV. Manejo de Liquidez



La entidad supervisada reportará a la Superintendencia de Pensiones un archivo con el detalle de la totalidad de los instrumentos para manejo de liquidez que al cierre del mes mantiene para uso exclusivo de la gestión de liquidez de los fondos. Además, debe enviar otro archivo con todos los movimientos realizados durante el mes relativos a la gestión de liquidez, es decir, las compras y las ventas anticipadas que se realicen diariamente, excluyendo los referidos a las cuentas bancarias activas, sean cuentas corrientes, electrónicas o de ahorro.



4.1. Instrucciones Generales



Los instrumentos para el manejo de la liquidez del fondo deben cumplir con la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, así como el marco interno que cada una de las entidades supervisadas mantiene vigente.



4.2. Definición de los datos y validaciones de los archivos



4.2.1. Nombre del archivo de datos



El nombre de los archivos debe cumplir con lo requerido en el apartado “2. Estructura del nombre de los archivos” del capítulo I de este manual.





4.2.2. Periodicidad de los datos



La entidad supervisada deberá remitir los archivos al cierre de cada mes y dentro del plazo establecido mediante acuerdo del Superintendente, acorde con lo estipulado en el Reglamento de Información Financiera. La Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.



4.2.3. Estructura de registros



4.2.3.1 Archivo de manejo de liquidez





		CAMPO

		TIPO



		ABR_ENT

		VARCHAR2(15)



		COD_FON

		NUMBER(2)



		FEC_DAT

		DATE



		COD_REF

		VARCHAR2(12)



		TIP_PROD

		VARCHAR2(2)



		COD_EMI

		VARCHAR2(30)



		MONTO

		NUMBER(16,2)



		COD_MON

		NUMBER(1)



		TASA

		NUMBER(2,2)



		FEC_ADQ

		DATE



		FEC_VEN

		DATE



		COD_ID

		VARCHAR2(20) 



		ID_GTIA

		VARCHAR2(20)



		MON_GTIA

		NUMBER(16,2)







Las descripciones de los campos se encuentran en la Tabla 4.1 de los anexos del Manual de Información ubicados en el portal VES.



4.2.3.2 Archivo de movimientos



		CAMPO

		TIPO



		ABR_ENT

		VARCHAR2(15)



		COD_FON

		NUMBER(2)



		FEC_DAT

		DATE



		TIP_OPER

		VARCHAR2(1)



		COD_REF

		VARCHAR2(12)



		TIP_PROD

		VARCHAR2(2)



		COD_EMI

		VARCHAR2(30)



		MONTO

		NUMBER(16,2)



		COD_MON

		NUMBER(1)



		TASA

		NUMBER(2,2)



		FEC_ADQ

		DATE



		FEC_VEN

		DATE



		COD_ID

		VARCHAR2(20) 



		FEC_VENTA

		DATE







Las descripciones de los campos se encuentran en la Tabla 4.1 de los anexos del Manual de Información ubicados en el portal VES.



4.2.4. Aspectos que deben ser considerados en la carga de los archivos. 

Código de Referencia (COD_REF): 



El campo código de referencia es un identificador único para cada operación. (véase anexo 4 tabla 4.1).



Campos nulos: 

En el proceso de validación se verificará que los registros no presenten campos nulos (VAL-3290).



Instrumentos en moneda extranjera:

Para los fondos denominados en colones, los instrumentos financieros que se adquieran y sean expresados en moneda extranjera, deben reportarse en la moneda extranjera.  



Segundo. Se agrega un anexo en el documento Tablas y validaciones del Manual de Información Consolidado de las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados, publicado en el VES, con las descripciones de los campos de las Tablas 4.1, 4.2, 4.3, 4.4 y 4,5 para que, se lea de la siguiente forma:









ANEXO 4.  Archivos de manejo de liquidez y movimientos 



Tablas 4.1

 4.2 Descripción de campos y validaciones del archivo de manejo de liquidez y movimientos de manejo de liquidez







Tabla 4.3 Descripción de los campos Tipo de Operación



		Código

		Descripción



		C

		Se reporta con “C” cuando se adquiere un instrumento para el manejo de liquidez



		V

		Se reporta con “V” cuando presenta una venta anticipada de un instrumento para el manejo de liquidez







Tabla 4.4 Tipos de productos



		Código

		Producto



		CB

		Cuentas bancarias



		IV

		Instrumentos a la vista



		CP

		Instrumentos de muy corto plazo 







Tabla 4.5 Descripción de los campos Moneda



		Código

		Descripción



		1

		Colones



		2

		Dólares



		3

		Euros



		4

		Otras[footnoteRef:2] [2:  Según lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de Gestión de Activos.] 








Tercero. Correr la numeración posterior a la sección 4 en el Manual de Información para las entidades supervisadas y fondos administrados y en el documento de Tablas y Validaciones publicado en el VES.



Cuarto. Incorporar los siguientes modificaciones al Manual de Información Consolidado “Manual de información para las entidades supervisadas y fondos administrados”:



i. Agregar los códigos de los reportes de manejo de liquidez en la “Tabla 1.3 Codificación de reportes”



Tabla 1.3 Codificación de reportes



		Código

		Reporte



		RL

		Reporte manejo de liquidez



		ML

		Reporte movimientos manejo de liquidez







ii. Agregar las tablas de validaciones de los reportes de manejo de liquidez y movimientos en el “ANEXO 5. Validaciones y mensajes de error”



Tabla 5.5. Validaciones y mensajes de error para el archivo de manejo de liquidez de los Fondos



		Código

		Mensaje de error

		Validación



		1001

		ABR_ENT no válido.

		El valor del campo ABR_ENT debe existir en la Tabla 1.1 del ANEXO 1 de este documento.



		1002

		COD_FON no válido

		El valor del campo COD_FON debe existir en la Tabla 1.2 del ANEXO 1 de este documento.  



		1003

		COD_FON no autorizado para esa entidad.

		El valor del campo COD_FON deben corresponde a fondos autorizados por la SUPEN para esa entidad. 



		1004

		FEC_DAT fuera de rango o nulo

		El valor del campo FEC_DAT no debe ser nulo, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”, debe ser mayor o igual que 1997-01-01 y menor o igual que la fecha del reporte.



		1018

		COD_MON no válido

		COD_MON no válido



		3045

		COD_REF no coincide con mes anterior.

		El valor del campo COD_REF para cada inversión debe ser igual al reportado en el informe del mes anterior.

Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.  



		3046

		COD_REF se repite en el reporte.

		El valor del campo COD_REF no debe repetirse en el reporte.



		3290

		Campos nulos



		Los registros no deben presentar campos nulos.



		XXXX

		Tipos de producto (TIP_PROD)

		El valor del campo COD_PROD debe existir en la Tabla 4.4 del ANEXO 3 de este Manual.







Tabla 5.6. Validaciones y mensajes de error para el archivo de movimientos ML



		Código

		Mensaje de error

		Validación



		1001

		ABR_ENT no válido.

		El valor del campo ABR_ENT debe existir en la Tabla 1.1 del ANEXO 1 de este documento.



		1002

		COD_FON no válido

		El valor del campo COD_FON debe existir en la Tabla 1.2 del ANEXO 1 de este documento.  



		1003

		COD_FON no autorizado para esa entidad.

		El valor del campo COD_FON deben corresponde a fondos autorizados por la SUPEN para esa entidad. 



		1004

		FEC_DAT fuera de rango o nulo

		El valor del campo FEC_DAT no debe ser nulo, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”, debe ser mayor o igual que 1997-01-01 y menor o igual que la fecha del reporte.



		1018

		COD_MON no válido

		COD_MON no válido



		3045

		COD_REF no coincide con mes anterior.

		El valor del campo COD_REF para cada inversión debe ser igual al reportado en el informe del mes anterior.

Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.  



		3290

		Campos nulos

		Los registros no deben presentar campos nulos.



		8018

		TIP_OPER no válido

		El valor del campo TIP_OPER debe ser C o V. Según corresponda a C=compra y V=venta. 

El valor del campo TIP_OPER debe existir en la Tabla 4.3 del ANEXO 3 de este Manual.



		8019

		FEC_VENTA no válido

		El valor del campo FEC_VENTA no debe ser nulo cuando TIP_OPER=V, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”.



		XXXX

		Tipos de producto (TIP_PROD)

		El valor del campo TIP_PROD debe existir en la Tabla 4.4 del ANEXO 3 de este Manual.







Quinto. Incluir en la tabla la periodicidad, el plazo y el medio de envío de los archivos de manejo de liquidez, en el artículo 2 del “SP-A-211-2019 Confección, envío y publicación de la información requerida a las entidades supervisadas”:



		Información 

		Periodicidad 

		Plazo de entrega 

		Medio 



		Reporte de manejo de liquidez (según lo establecido en el Manual de información) 

		Mensual. Sin embargo, la Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.

		A más tardar el día y medio hábil siguiente a la fecha de corte para los Regímenes de Capitalización Individual (RCI) y los 5 primeros días hábiles del mes siguiente para los Regímenes de Capitalización Colectiva (RC). 

		Servicio de transferencia de información de la VES 



		Reporte de movimientos de manejo de liquidez

		Mensual. Sin embargo, la Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.

		A más tardar el día y medio hábil siguiente a la fecha de corte para los Regímenes de Capitalización Individual (RCI) y los 5 primeros días hábiles del mes siguiente para los Regímenes de Capitalización Colectiva (RC). 

		Servicio de transferencia de información de la VES









Rige a partir de la carga de información del mes de abril 2021. 
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Tabla 4.1 ML


			Tabla 4.1 Descripción de campos y validaciones del archivo Manejo Liquidez





			CAMPO			DESCRIPCIÓN			VAL


			ABR_ENT			Abreviatura asignada por la SUPEN a cada una de las entidades supervisadas según el listado incluido en la Tabla 1.1. de este manual.			1001


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_FON			Código correspondiente al fondo administrado según se muestra la Tabla 1.2. de este documento.			1002


						El código de fondo debe corresponder a uno de los códigos reportados para cada entidad autorizada.			1003


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			FEC_DAT			Fecha a la cual corresponde la información remitida, la cual debe presentarse con el formato “aaaa-mm-dd”.			1004


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_REF			Código de referencia: identifica como único cada instrumento reportado por el Fondo, esto implica que todas las operaciones de liquidez realizadas deberán contar con este código.  El mismo está compuesto por el código de la Entidad asignado por la SUPEN (véase ANEXO 1, Tabla 1.1) más un número consecutivo de nueve (9) dígitos asignado por la Entidad.


						Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.			3045


						No deben existir códigos de referencia duplicados.			3046


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TIP_PROD			Código correspondiente al tipo de producto según se muestra la Tabla 4.4. de este documento.			Nueva


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_EMI			Corresponde al nombre de la entidad en la que se adquirió el producto o instrumento que se reporta con saldo.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			MONTO			Cuantía monetaria que se mantiene al cierre del mes en cada uno de los instrumentos. En el caso de valores, corresponde al valor facial.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_MON			Código de moneda: indica la moneda en la cual está emitido el instrumento reportado.  Véanse los códigos correspondientes en el ANEXO 3, Tabla 4.5. de este documento.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TASA			Tasa de interés bruta asignada por el emisor de la operación vigente. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas corrientes y las participaciones mercado de dinero.


			FEC_ADQ			Fecha en que fue emitido el instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas corrientes.


			FEC_VEN			Fecha de vencimiento del instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas corrientes y las participaciones mercado de dinero.


			COD_ID			Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al IBAN en el caso de las cuentas bancarias, ISIN para valores estandarizados y al ID asignado por la bolsa para las participaciones mercado de dinero u otros instrumentos no estandarizados.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			ID_GTIA			Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al ISIN para valores estandarizados y al identificador único del instrumento


			MON_GTIA			Monto facial del subyacente entregado como garantía en las operaciones de reporto o reporto tripartito.












































Tabla 4.2 MML


			Tabla 4.2 Descripción de campos y validaciones del archivo MML





			CAMPO			DESCRIPCIÓN			VAL


			ABR_ENT			Abreviatura asignada por la SUPEN a cada una de las entidades supervisadas según el listado incluido en la Tabla 1.1. de este manual.			1001


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_FON			Código correspondiente al fondo administrado según se muestra la Tabla 1.2. de este documento.			1002


						El código de fondo debe corresponder a uno de los códigos reportados para cada entidad autorizada.			1003


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			FEC_DAT			Fecha a la cual corresponde la información remitida, la cual debe presentarse con el formato “aaaa-mm-dd”.			1004


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TIP_ OPER			Se debe indicar "C" cuando se reporta la compra y "V" cuando se reporta una salida anticipada de una operación para manejo de liquidez.			8018


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_REF			Código de referencia: identifica como único cada instrumento reportado por el Fondo, esto implica que todas las operaciones de liquidez realizadas deberán contar con este código.  El mismo está compuesto por el código de la Entidad asignado por la SUPEN (véase ANEXO 1, Tabla 1.1) más un número consecutivo de nueve (9) dígitos asignado por la Entidad.


						Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.			3045


			TIP_PROD			Código correspondiente al tipo de producto según se muestra la Tabla 4.4. de este documento.			Nueva


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_EMI			Corresponde al nombre de la entidad en la que se adquirió el producto o instrumento que se reporta con saldo.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			MONTO			Cuantía monetaria que se mantiene al cierre del mes en cada uno de los instrumentos. En el caso de valores, corresponde al valor facial.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			COD_MON			Código de moneda: indica la moneda en la cual está emitido el instrumento reportado.  Véanse los códigos correspondientes en el ANEXO 3, Tabla 4.5. de este documento.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			TASA			Tasa de interés bruta asignada por el emisor de la operación vigente. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas corrientes y las participaciones mercado de dinero.


			FEC_ADQ			Fecha en que fue emitido el instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas corrientes.


			FEC_VEN			Fecha de vencimiento del instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas corrientes y las participaciones mercado de dinero.


			COD_ID			Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al IBAN en el caso de las cuentas bancarias, ISIN para valores estandarizados y al ID asignado por la bolsa para las participaciones mercado de dinero u otros instrumentos no estandarizados.


						Se indica siempre, no acepta campo nulo.			3290


			FEC_VENTA			Fecha con formato "aaaa-mm-dd", en el caso de operaciones de venta se refiere a la fecha en que se vende la posición. Para las operaciones de compra este campo debe reportarse nulo.			8019
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Plan de capacitaci�n ajustada.pdf


Prioridad Facilitador Título o Programa
Costo 


Unitario


Mercado de 


aplicación


Costo total 


estimado
Duración


Total de 


participantes
Participantes Observaciones


1
Universidad de


Costa Rica 


Riesgos financieros y operativos para


miembros de Juntas Directivas y


Comités de riesgo . 


 $              -   Ambos  $       8,000.00 35 11
Junta Administradora


(Titulares/suplentes) 


Pueden modificar el temario (incluyendo temas de


interés del grupo), manteniendo el nombre y las horas


de capacitación oferta ¢ 3.500.000,00 (12 personas)


2
Universidad de


Costa Rica 


Manejo y Selección de Portafolios


para Juntas Directivas y Comités de


Inversiones*


 $              -   Ambos  $       6,000.00 40 11


Junta Administradora


Comités de Inversiones


Comité de Riesgos


Se estimaron los costos similares a los cursos ofrecidos


ya por la UCR, se está a la espera de la propuesta oficial.


3
Bolsa Nacional


de Valores 


Capacitación en Mercados


Financieros Internacionales
 $  1,300.00 Internacional  $    11,700.00 60 9


Proceso de Inversiones


Proceso de Riesgos


El contenido de este programa toma de referencia el


Chartered Financial Analyst Program (CFA). Series 7


Exam de FINRA (Financial Industry Regulatory


Authority).


4
INCAE Business


School 


Manejo de Portafolio y Selección de


Inversiones
 $  2,500.00 Ambos  $    25,000.00 40 10


Proceso de Inversiones 


Comité de Inversiones


Comité de Riesgos


Tópicos algo diferenciados incluye la herramienta 


@ Risk, podrían valorar un "in campus" para esta


modalidad dependen de la disponibilidad del profesor.


5
INCAE Business


School 


Gestión de Riesgo en Instituciones


Financieras
 $  2,500.00 Ambos  $    10,000.00 40 4


Proceso de Riesgos


Comité de Riesgos


6
Escuela Bolsa


Mexicana


Análisis de Inversiones (fundamental-


técnico)
 $              -   Internacional  $       3,000.00 32 10


Proceso de Inversiones


Comité de Inversiones
Plataforma Virtual


63,700.00$     


Prioridad Facilitador Título o Programa
Costo 


Unitario


Mercado de 


aplicación


Costo total 


estimado
Duración


Total de 


participantes
Participantes Observaciones


1 Bloomberg


Capacitación continua según


demanda y en los temas que


requiera el cliente 


 $              -   Internacional  $                   -   6
Proceso de Inversiones


Proceso Riesgos


Asignaron Gerente de Cuenta y Gestor de Capacitación


asumiendo que se abre la cuenta con Bloomberg.


Envian invitaciones a Webinar internacionales


Contratadas


Gratuitas


PLAN DE CAPACITACIÓN







2 Popular  Valores
Operativa en Mercados


Internacionales 
 $              -   Internacional  $                   -   13 Junta Administradora


Instrumentos disponibles (Índices Accionarios,


Principales mercados, Ofertas Públicas de Adquisición,


Bonos, Acciones, ETF´s, Fondos Mutuos), tipos de


órdenes de transacción, recomendaciones de analistas,


tipos de cuentas, participantes del mercado (Custodios,


Market Makers, plataformas de ejecución, supervisores,


calificadoras de riesgo), análisis bursátil.


3 BN Valores


Asignación Táctica considerando


Análisis fundamental y Análisis


Técnico, Indicadores de desempeño


por sector.


 $              -   Internacional  $                   -   10
Proceso de Inversiones


Comité de Inversiones


Valoraciones de índices. Señales de compra y Venta


Hurst/Memb. Above 50MA/Bollinger/Williams R%/


Stochastic.
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Aporte Patronal () _|Aporte Obrero | _Total Periodos
10.00% 5.00% 15.00% |Hasta dic de 1966
15.00% 5.00% 20.00% |Desde 01/01/1967 hasta 31/12/1980
17.50% 5.00% 2250% |Desde 01/01/1981 hasta 31/12/1993
14.00% 7.00% 21.00% |Desde 01/01/1994 hasta 15/07/1996
12.00% 9.00% 21.00% |Desde 16/07/1996 hasta 31/12/2009
12.16% 9.00% 21.16% |Desde 01/01/2010 hasta 31/12/2012
12.66% 9.00% 21.66% |Desde 01/01/2013 hasta 31/01/2013
12:81% 9.50% 22.31% |Desde 01/02/2013 hasta 30/06/2013
13.47% 10.00% | 23.47% |Desde 01/07/2013 hasta 31/12/2013
14.12% 10.50% | 2462% |Desde 01/01/2014 hasta 30/06/2014
1477% 11.00% | 25.77% |Desde 01/07/2014 hasta 31/12/2014
14.94% 11.00% | 2594% |Desde 1/1/2015 hasta 31/08/2016
15.60% 11.00% | 26.60% |Desde 01/09/2016 hasta 21/05/2019
15.60% 13.00% | 28.60% |Desde 22/05/2016 hasta 31/12/2019
15.77% 13.00% | 28.77% |Desde 01/01/2020 a la fecha

(*) Incluye el aporte del Poder Judicial en su condicién de patrono y si cont

i6n de estado
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Solicitud de mejora N� 92-TE-2021 Modificaci�n c�lculo Contribuci�n Solidaria (II Q orden de prelaci�n nuevo).msg
Solicitud de mejora N° 92-TE-2021 Modificación cálculo Contribución Solidaria (II Q orden de prelación nuevo)

		From

		Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones)

		To

		Secretaria Comisión TI; Marcela Salazar Mora (Autorizada - Dirección de Tecnología de Información)

		Cc

		Andrea Valerín Arroyo  (Jefa Subproceso de Egresos); Ricardo Garcia Molina (Autorizado Unidad de Pagos Mayores); Rodrigo Delgado González; Mercedes Soto Morales; Rodolfo Valerio González

		Recipients

		comision_ti@Poder-Judicial.go.cr; msalazarmo@Poder-Judicial.go.cr; avalerin@Poder-Judicial.go.cr; rgarciam@Poder-Judicial.go.cr; rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr; msotomor@Poder-Judicial.go.cr; rvalegon@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes,



 



De manera atenta y de acuerdo a lo señalado por los funcionarios de la DTI que brindan soporte al SIGA-FJP, se remite la solicitud de mejora N° 92-TE-2021 con el fin de contar con el visto bueno de esa comisión para la aplicación de la misma. 



 



Además se adjunta correo electrónico pertinente a la aprobación de la Junta Administradora del FJPPJ.



 



Gracias,
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RE: 92-TE-2021 Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q.msg

RE: 92-TE-2021 Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q


			From


			Ingrid Moya Aguilar


			To


			Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones)


			Cc


			Andrea Valerín Arroyo  (Jefa Subproceso de Egresos); Ricardo Garcia Molina (Autorizado Unidad de Pagos Mayores); Rodrigo Delgado González


			Recipients


			kzamoram@Poder-Judicial.go.cr; avalerin@Poder-Judicial.go.cr; rgarciam@Poder-Judicial.go.cr; rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr





Buen día, se autoriza la modificación indicada en oficio 92-TE-2021, solicitud de cambio N° 4.





 





A la orden, 





 





Ingrid Moya Aguilar, Tesorera





Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones





Poder Judicial





 





 





De: Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 27 de enero de 2021 11:23
Para: Ingrid Moya Aguilar <imoya@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Andrea Valerín Arroyo (Jefa Subproceso de Egresos) <avalerin@Poder-Judicial.go.cr>; Ricardo Garcia Molina (Autorizado Unidad de Pagos Mayores) <rgarciam@Poder-Judicial.go.cr>; Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: 92-TE-2021 Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q





 





Buenos días Ingrid,





 





De manera atenta se remite el oficio N° 92-TE-2021 correspondiente a solicitud de mejora, con el fin que si a bien lo estima se brinde la autorización respectiva para enviarla a la DTI.





 





Gracias,





 











 





De: Andrea Valerín Arroyo (Jefa Subproceso de Egresos) <avalerin@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 26 de enero de 2021 14:18
Para: Ricardo Garcia Molina (Autorizado Unidad de Pagos Mayores) <rgarciam@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr>; Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: 92-TE-2021 Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q





 





Buenas Tardes





 





Listo





 











 





De: Ricardo Garcia Molina (Autorizado Unidad de Pagos Mayores) <rgarciam@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 26 de enero de 2021 14:15
Para: Andrea Valerín Arroyo (Jefa Subproceso de Egresos) <avalerin@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr>; Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: 92-TE-2021 Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q





 





Buenas tardes doña Andrea 





 





Por favor nos colabora con la firma de la solicitud de cambio N°92-TE-2021 relacionada con el nuevo orden de prelación aprobado por la Junta Administrativa de FJPPJ.





 





Gracias 





 











 





De: Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 26 de enero de 2021 10:27: a.m.
Para: Ricardo Garcia Molina (Autorizado Unidad de Pagos Mayores) <rgarciam@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: 92-TE-2021 Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q





 





Buenos días Ricardo,





 





De manera atenta se remite adjunta la solicitud de mejora N° 92-TE-2021.





 





Lo anterior, con el fin de que se brinde la firma respectiva, si a bien lo estima.





 





A la orden,





 











 





De: Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 25 de enero de 2021 14:51
Para: Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: 92-TE-2021 Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q





 





Buenas tardes Jefa,





 





Por este medio le indico que se elaboró en el teams la solicitud de cambio N° 4 con oficio 92-TE-2021, con la que se solicitará el cambio en la fórmula para el cálculo mensual de la contribución solidaria en las segundas quincenas.





 





Para su debida aprobación y si a bien lo estima, la firma correspondiente.





 





Un gusto y estamos para servirles,
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Dirección Tecnología de la Información  
ADMINISTRACIÓN DE PROYECTOS 
 




Fase de Gestión de Cambios 
Formulario Nº: MAP-DTI-011 




  
Oficio N.º 92-TE-2021 




 




 
SOLICITUD DE CAMBIO EN PROYECTO 




 
Este formulario tiene como propósito documentar formalmente las solicitudes de cambio en los 
requerimientos de un proyecto para que estas puedan entrar en un proceso de evaluación y 
negociación para su aceptación o rechazo. Todas las solicitudes deben ser evaluadas para 
determinar su impacto en el proyecto y en los costos. Adjunte cualquier información que 
considere necesaria para explicar o justificar el cambio. 
 




Nombre del 
Proyecto: 




SIGA-FJP  Para uso Interno 




Solicitud No: 




______________ Fecha: 25/01/2021                       N.º 4-2021 




Tipo de Solicitud 




(Marque las casillas que mejor describan el tipo de cambio) 




( ) Nuevo Requerimiento/ Funcionalidad Adicional 
(X) Modificación Requerimiento / Funcionalidad 
( ) Eliminar Requerimiento / Funcionalidad 
( ) Otro. Especifique:  




Descripción del Cambio 




 
Se requiere que, se modifique el proceso de cálculo de la deducción denominada Contribución 
Solidaria en la segunda quincena de cada mes, ya que con el nuevo orden de prelación de las 
deducciones de ley autorizado por la Junta Administradora, al calcular dicha deducción el sistema 
deberá considerar las deducciones de ley aplicadas en la primera quincena del mes, excluyendo 
las deducciones Pensión Alimentaria y Retroactivos de Pensión Alimentaria. 
  




Justificación del Cambio 




 
Lo anterior, con el fin de dar cumplimiento al nuevo orden de prelación acordado por la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 37-2020 
del 16 de noviembre de 2020, artículo XII y lo señalado por la DTI en correo electrónico de 
fecha 15/01/2021 (una vez realizado el análisis de los casos de las pruebas efectuadas por esta 
oficina en conjunto con dicha Dirección). 
 




Documentos Adjuntos 




 




Datos del 
Solicitante 




Nombre: Lic. Rodrigo Alonso Delgado González  




Rol en el 
Proyecto: 




Profesional I 
Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
Macroproceso Financiero Contable 




 




 
 
Revisado por: Licda. Katherine Zamora Murillo           Firma: _____________________________ 
 
Aprobado por: Lic. Ricardo García Molina  Firma: _____________________________ 
 
Autorizado por: MBA. Andrea Valerín Arroyo  Firma: _____________________________ 
 
 











								2021-01-26T09:52:19-0600



				RODRIGO ALONSO DELGADO GONZALEZ (FIRMA)











								2021-01-26T10:26:20-0600



				KATHERINE ZAMORA MURILLO (FIRMA)











								2021-01-26T14:10:16-0600



				RICARDO GARCIA MOLINA (FIRMA)











								2021-01-26T14:17:54-0600



				ANDREA VALERIN ARROYO (FIRMA)
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Dirección Tecnología de la Información  
ADMINISTRACIÓN DE PROYECTOS 
 



Fase de Gestión de Cambios 
Formulario Nº: MAP-DTI-011 



  
Oficio N.º 92-TE-2021 



 



 
SOLICITUD DE CAMBIO EN PROYECTO 



 
Este formulario tiene como propósito documentar formalmente las solicitudes de cambio en los 
requerimientos de un proyecto para que estas puedan entrar en un proceso de evaluación y 
negociación para su aceptación o rechazo. Todas las solicitudes deben ser evaluadas para 
determinar su impacto en el proyecto y en los costos. Adjunte cualquier información que 
considere necesaria para explicar o justificar el cambio. 
 



Nombre del 
Proyecto: 



SIGA-FJP  Para uso Interno 



Solicitud No: 



______________ Fecha: 25/01/2021                       N.º 4-2021 



Tipo de Solicitud 



(Marque las casillas que mejor describan el tipo de cambio) 



( ) Nuevo Requerimiento/ Funcionalidad Adicional 
(X) Modificación Requerimiento / Funcionalidad 
( ) Eliminar Requerimiento / Funcionalidad 
( ) Otro. Especifique:  



Descripción del Cambio 



 
Se requiere que, se modifique el proceso de cálculo de la deducción denominada Contribución 
Solidaria en la segunda quincena de cada mes, ya que con el nuevo orden de prelación de las 
deducciones de ley autorizado por la Junta Administradora, al calcular dicha deducción el sistema 
deberá considerar las deducciones de ley aplicadas en la primera quincena del mes, excluyendo 
las deducciones Pensión Alimentaria y Retroactivos de Pensión Alimentaria. 
  



Justificación del Cambio 



 
Lo anterior, con el fin de dar cumplimiento al nuevo orden de prelación acordado por la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 37-2020 
del 16 de noviembre de 2020, artículo XII y lo señalado por la DTI en correo electrónico de 
fecha 15/01/2021 (una vez realizado el análisis de los casos de las pruebas efectuadas por esta 
oficina en conjunto con dicha Dirección). 
 



Documentos Adjuntos 



 



Datos del 
Solicitante 



Nombre: Lic. Rodrigo Alonso Delgado González  



Rol en el 
Proyecto: 



Profesional I 
Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
Macroproceso Financiero Contable 



 



 
 
Revisado por: Licda. Katherine Zamora Murillo           Firma: _____________________________ 
 
Aprobado por: Lic. Ricardo García Molina  Firma: _____________________________ 
 
Autorizado por: MBA. Andrea Valerín Arroyo  Firma: _____________________________ 
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